
¡.-RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

Ai-OO AI.UIXI : Le seittenze ilichiarati-
ve nei confronti della publica Avi-
ministrazioiie. Milán, Giuffré, 1953.
Págs. 159.

En otra ocasión. desde estas mismas
páginas, destacábamos el hecho de la
aparición de monografías muy logradas,
dentro del Derecho italiano, sobre el
proceso administrativo, en las que sus
autores, dándose cabal cuenta de que tra-
bajaban sobre una realidad procesal, uti-
lizaban una técnica procesalista al estu-
diar los problemas que el llamado «recur-
so contencioso-administrativo» plantea.
A diferencia de la doctrina francesa, la
fina doctrina italiana se va dando cuenta
de la necesidad de abandonar una técnica
puramente administrativa al enfrentarse
con el proceso administrativo. Y el re-
sultado se concreta en una serie de bue-
nos trabajos, que son una clara muestra
de la fecundidad del método empleado.

La obra de ALBINI de que damos noti-
cia, constituye, sin duda alguna, un
ejemplo más de este tipo de monogra-
fías. Utilizando una correcta técnica pro-
cesal va a examinar uno de \o< proble-
mas más importantes, no sólo desde un
punto de vista exclusivamente técnico,
sino también desde el punto de vista
práctico. En realidad, pese a la concre-
ción del título, el trabajo de AUHNI vie-
ne a ser un estudio de las distintas cla-
ses de sentencias dictadas, bien por el
Consejo de Estado o las Juntas provin-
ciales administrativas, bien por los ór-
ganos de las jurisdicción ordinaria, en los
casos en que éstos conocen de preten-
siones procesales fundadas en preceptos

de Derecho administrativo. Particular-
mente se examina la posibilidad de sen-
tencias declarativas, constitutivas y de
condena frente a la Administración.

Las conclusiones a que llega AT.BINI,
aun cuando muchas de ellas son discuti-
bles en sí y discutibles también su posi-
ble aplicación al Derecho positivo espa-
ñol, son altamente sugestivas. Aun cuan-
do ninguna de ellas fuese admisible —lo
que no es cierto, pues lo son en gran
parte—, la lectura del libro sería útilí-
sima, por lo que sugiere.

La sentencia declarativa del juez ad-
ministrativo, se estudia en el capítu-
lo III, lo que constituye, según AI.BINI.
un supuesto excepcional, ya que, para él,
la sentencia qui; dictan los jueces admi-
nistrativos —no la que dicta el juez or-
dinario, al decidir pretensiones funda-
das en preceptos de Derecho administra-
tivo— es, normalmente, constitutiva. Pre-
cisamente, todo el capítulo I de la obra
está encaminado a demostrar esta afir-
mación, enfrentándose con la posición
de ciertos autores, que, dentro de la doc-
trina italiana, han pretendido encontrar
ejemplos de sentencia puramente decla-
rativa en aquellas que se dictan en or-
den a los actos negativos —no de silencio
administrativo— y a los Reglamentos.

El capítulo II se dedica al estudio de
las relaciones entre el proceso adminis-
trativo —seguido ante los órganos de la
jurisdicción administrativa— y el pro-
ceso que se desarrolla ante el Juez ordi-
nario. Y en él se abordan una serie de
interesantes cuestiones, como las limita-
ciones al poder de decisión del Juez or-
dinario en las relaciones con la Adminis-
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tración, derivadas del principio de di-
visión de poderes, en general y en par-
ticular; la obligación de la Administra-
ción de conformarse con la sentencia del
Tribunal; la sentencia de condena y la
ejecución forzosa, etc.

En fin, el trabajo de A LUÍ NI es un buen
trabajo de/Derecho procesal administra-
tivo. De aquellos que nos permiten- ver
con esperanza el porvenir de esta rama
del Derecho, que jamás llegará a su pun-
to de perfección mientras sus cultivado-
res no se den cuenta de que se trata no
de una parte del Derecho administrati-
vo, sino de una parte del Derecho proce-
sal, y que debe estudiarse como tal.

J. G. P.

Archives de Philosophie du droit. París,
1952.

La distinct.ioti du droit privé et du
droit public e£ l'enlreprise publique.

Según el plan de la Dirección de los
Archives, cada fascículo comprende,
aparte de una Sección de Crónicas y Va-
riedades y otra Bibliográfica, una serie
de estudios agrupados alrededor de una
misma cuestión. El que boy comenlamos
ha tomado por tema principal «La dis-
tinción del Derecho privado público y la
empresa pública». Su objeto es mostrar
cómo esta distinción ha llegado a ocu-
par en el Derecho contemporáneo el lu-
gar de todos conocido y averiguar si la
concepción de las empresas públitas no
constituye la primera tentativa notable de
represión de la división del Derecho en
público y privado. La cuestión, como se
ve. no puede ser de una mayor actua-
lidad. Nos referimos a continuación, con
independencia a cada uno de los traba-
jos que integran el volumen.

G. CHKVRIER : Remarques sur l'intro-
duction cL les vicissitudes de la dis-
tinclion du uius publicum» et du «t'u¿
privntum» dans les oeuvres d s av-
ciennes juristes franfais.—Páginas
5-77

La circunstancia de que los antiguos
juristas franceses no diesen una solución

al problema de la sistematización del
Derecho ha traído graves consecuencias
y supone un obstáculo para los moder-
nos sociólogos, que se ven en la necesi-
dad de reconstruir los métodos y hallar
las clasificaciones a que se sometían sus
predecesores. Así, el díptico ius publi-
rum, ius privatum no devendrá clásico
hasta una época reciente fuera del círcu-
lo de los romanistas y canonistas. Estos
admiten una clasificación del Derecho
que les inspiran sus antecedentes roma-
nos y su formación cristiana: del Dere-
cho aplicado, distinguen el Derecho na-
tural, del que afirman la preeminencia
y la permanencia.

Esto se explica porque ni el orden ins-
titucional ni la filosofía política parecían
pedir aquel criterio de clasificación. De-
trás de este debate técnico se desarrolla
<-l drama de la evolución de una socie-
dad y de un pensamiento que trata de
arrancar a su rango señorial los elemen-
tos históricos del Estado para reconstruir
en el curso de la tormenta revoluciona-
ria las libertades públicas en el respeto
de los derechos individuales.

Divide CHEVRIER SU documentado es-
ludio en cuatro apartados. El primero se
refiere a la distinción del ius en publi-
cum y privatum en Derecho romano en la
fase, de su decadencia desde el siglo v
hasta mediados del siglo xn. En el De-
recho antiguo los términos público y pri-
vado se aplicaban para el ager o la lex,
pero no para designar ramas distintas
del Derecho, lo que v.o debe extrañar,
puesto que éste no se había concebido
aún como un conjunto de reglas. La pri-
mera oposición entre ms publicum y
ius privatum aparece en Cicerón, pero
referida a la fuente de que procede
el Derecho. La concepción de ULPIANO
al incluir en el ius publicum todo lo con-
cerniente al populus romantts, supone
un apreciable progreso. En el Bajo Im-
perio la separación se acrecienta. Sin
embargo, el ius publicum seguía liga-
do, al menos en la definición de ULPIANO,
a unos conceptos religiosos primarios.
¿Cómo admitir esto después de la apor-
tación del cristianismo?

En la sociedad posroiuana, bajo el in-
flujo de la concepción patronal del po-
der, el interés del príncipe va a sustituir
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al de la comunidad, y asi la distinción
iua publicum, ius privotum-, será sustitui-
da por esta otra: derecho £el príncipe,
derecho de los subditos. Bajo los mero-
vingios, público ha devenido real. El res-
tablecimiento del Imperio de Cario Mag-
no pudo acarrear el de la división del
Derecho público y privado; pero para
ello habría sido necesario que dicho res-
tablecimiento hubiese tenido el carácter
de una renovatio impertí romani, lo que
no ocurrió. A la caída del Imperio caro-
lingio, la transferencia al pasado de una
parte de los tributos del poder real y la
decadencia del mismo dejan el campo
libre a la formación de un Derecho mix-
to en que los fragmentos de autoridad
pública se mezclan a otros procedentes
del Derecho privado.

El segundo apartado comprende los
siglos XII a xvi. En este período asisti-
mos al renacimiento de nuestra división
en el pensamiento jurídico erudito, mien.
tras que el Derecho positivo permanece
impermeable a ella. Glosadores y posglo-
sadores se encargan de elaborar numero-
sos criterios de sistematización, mere-
ciendo destacarse el de la escuela dialéc-
tica francesa, que, siguiendo al criterio
de la principaliías, establecen la distin-
ción entre un Derecho que por su fin
es público y otro privado, pero enlre
ellos ¿cñala la existencia de una serie de
normas que si principalmente tienen un
fin privado, secundariamente lo tendrán
público. Bartolislas y glosadores se dife-
rencian en un punto : mientras éstos esti-
man que la res romana debe ser limitada
al Imperio, a juicio de aquéllos, los rei-
nos particulares tienen también su co¿a
pública.

La situación política del siglo xvi—a
cuyo estudio dedica CHEVRIER el tercer
apartado—parecía favorable a una clara
división del Derecho; pero la serie de
matices que aquélla presentaba y la
ausencia del dogmatismo en los juristas
de la época dificulta la tarea. Es necesa-
rio llegai' a' las «pandectas del Derecho
francés» de Charondas le Carón para ha-
llar una tentativa de establecer cauces más
regulares en el seno del Derecho francés.
Sin embargo, este autor, en su intento
de reducir todas las materias a alguno
de los dominios del Derecho público o
privado, incluye el estudio de los dere-

chos señoriales en el Derecho privado,
y ello ein hacer ninguna distinción. Esta
es la causa de que su solución no haya
prevalecido.

En el último apartado asistimos al re-
torno a la división bipartita del Derecho
en los dos últimos siglos del Anden Re-
gime. En el Estado absolutista, el poder,
lejos de asentarse en una serie de dere-
chos reales, se concentra en la noción de
soberanía. El objeto del Derecho público
se precisa asi, y de la Policía se desliza
al gobierno. Pero hay más: el Derecho
público antes reservado a la instrucción
de los príncipes y sus consejeros, se abri-
rá a todo hombre que piensa. El pragma-
tismo de la bucea cede así al idealismo
de la construcción dogmática intelectual.

Construidos como disciplinas científi-
cas independientes Derecho privado y
Derecho público, no aparecen ya como
los polos extremos del Derecho entre los
que se intercala el Derecho señorial.
A la concepción de una zona mixta indi-
visible situada entre dos zonas extremas,
sustituye la de una frontera común que
separa dos ciencias consideradas vecina».

R. HOUIN : La gestión des entreprises
publiques et les tnéthodes de dróit
commercial.—Págs. 79 a 107.

Hay pueblos vencidos cuyas leyes y ci-
vilización se imponen al vencedor, en ra-
zón de su valor. Tal parece la situación
del Derecho privado en presencia de las
nacionalizaciones y de la invasión de la
economía por el Estado. El Estado, ha
podido decir G. VEDFJ., ha expropiado a
los capitalistas no sólo tus empresas, sino
también su experiencia y su» fórmulas.'

La tendencia a la adopción de los mé-
todos del Derecho se manifiesta : 1.° Por-
que el marco de la sociedad anónima ha
sido conservado en determinadas socie-
dades nacionales o bien imitados en los
nuevos establecimientos públicos de carác-
ter industrial y comercial. 2." Las nuevas
empresas públicas son consideradas coiho
comerciantes y sometidas a las leyes y
los usos de comercio. La razón de este
fenómeno radica principalmente en la
ausencia de instituciones y reglas de De-
recho público adaptadas al ejercicio del
comercio y la industria. Los sutores de
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las nacionalizaciones habrían podido en-
sayar una obra nueva, pero el espiri!u
humano preñere en general realizar la»
revoluciones eolíticas y económicas a Ira.
vés de instituciones jurídicas antiguas
que él extiende por vía de analogía.
¿Hasta qué punto es apta esta extensión
para conseguir los fines propuestos?

A través de un detenido-examen del
estatuto general del comerciante y el-de
la sociedad anónima, llega el autor a la
conclusión de que lu creencia de resolver
el problema de la legislación a aplicar a
las empresas públicas eon la extensión
pura y i-imple de los moldes del Derecho
privado era en gran medida una ilusión.
Si la aplicación del estatuto general del
comerciante da buenos resultados por-
que está bien adaptado u las necesida-
des de todas las empresas que ejercen
actividades industriales y mercantiles, in.
cluso las que no están animadas pur un
espíritu de lucho, en cambio la transpo-
sición del estatuto de las sociedades anó-
nimas ha sido formal y verbal, puesto
que la comunidad de interese* que sirve
de osamenta a este estatuto falta comple-
tamente en las empresas del Estado. E-
necesario, por consiguiente, crear nue-
vas instituciones.

A su vez, la experiencia de las empre-
sas públicas ha proporcionado enseñan-
zas al Derecho mercantil. Ella ha puesto
de manifiesto que existía una excesiva ten-
dencia a olvidar que la sociedad anónima
no es un marco polivalente, sino que está
ligado a la obtención en común de benefi-
cios. Por el contrario, la extensión del
derecho mercantil a las empresas públicas,
especialmente el derecho de las obligacio-
nes y contratos, prueba que aquél no está
ligado necesariamente a la economía pri-
vada y capitalista en que nació. El dere-
cho mercantil deja de ser el derecho de
una profesión o de una «lase para conver-
tirse en el derecho de las empresas.

LKOI.V G \ S I O N : Les soáetés d'Etat
Instruments de mise ni volear de
l'autremcr.—PAgs. 109 a 122.

En la Ley de 30 de abril de 1946 que
constituye hoy la carta fundamental para
el desenvolvimiento planificado de los

países de ultramar de la Unión francesa,
aparece por primera vez la fórmula S<>-
ciedades de{ Estado, a las que se consi-
dera como elemento esencial parí la re-
novación económica de dichos países. El
legislador, sin embargo,- no-ha definido
este nuevo ser jurídico, habiéndose limi-
tado a establecer que funcionaría «con

'••losmétodos' y la flexibilidad de las em-
presas comerciales.); de aquí la nece'i-
dad dt averiguar cuál sea su verdadera
naturaleza.

¿Hasta qué punto es posible al legis-
lador soberano hacer violencia en la na-
turaleza de las cosas? ¿Cómo admitir la
existencia de una sociedad con un solo-
fücio? P.irci-j que crtas sutilezas no pre-
ocuparon a lo; expertos en unos momen-
tos en que se hallaban preocupados
por la acción inmediata.

Como esta polémica no -e llevó al
Parlamento, resulta problemático averi-
guar las intenciones de los autores de
la Ley de 1946. Del articulo 2.° y de la
experiencia de los años que nos separan
de aquella fecha parece deducirse que
las sociedades del Estado están encami-
nadas a paliar la carencia completa de
inversiones privadas. Desde este punto
de vista, no «e puede nepar que los re-
sultados han sido satisfactorios, puc>!o
que en el breve espacio de tiempo trans-
currido hemos vistu nacer nueve socieda-
des del Estado de importancia inigijala-
da orientadas fundamentalmente a la ex-
plotación del subsuelo y a la concesión
de créditos de carácter popular.

En !odo caso, el problema de la natu-
raleza jurídica de las sociedades del Esta-
do sisue en pie. Hay una cosa cierta, y
e> que en aquellos casos en que no se
pueda contar con las inversiones priva-
das ni con la acción administrativa es ne-
ie>aria una fórmula que venga a dar sa-
tisfacción a las necesidades que no son
atendidas por aquellos medios. Es posi-
ble que la fórmula «Sociedades del Es-
tado» «ea verdaderamente abusiva, pero
sin duda corresponde a una exigencia
del momento actual. Es aquí donde debe
jugar la imaginación del jurista para co-
rregir en lo posible los defectos que la
exigencia ha puesto de manifiesto.

¿No será, en definitiva, la sociedad del
Estado una pura ficción? Para respon-
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der es necesario estudiar previamente una
serie de cuestiones: Posibilidad de de-
claración de quiebra. ídem de respon-
sabilidad civil de los funcionarios que
ocupan los cargos'directivos, etc., etc.
En resumen, puede afirmarse que sien-
do igualmente necesario al progreso eco-
nómico el agencianiienlo dt: las institu-
ciones necesarias -que la abundancia de
recursos, seria muy conveniente cambiar
el término «Sociedades del Estado» por
otro que expresase û verdadera esencia
ron una mayor fidelidad.

ROI-AXD Mvsi'Mioi. : Les techniqnes
judidiques de l'vcmtoniie global .—
Páginas 123 a 145.

En todos los tiempos, los gobernantes
han adoptad" decisiones cuyo? efectos se
han dejado sentir en la vida económica
de los países que re|\;\n: sin embargo,
estas decisiones no estaban revestidas de
un carácter sistemático: lo que hoy apa-
rece como nuevo en la actividad del Es-
tado es menos la extensión de su acción
que su voluntad de una dirección siste-
mática del conjunto de la economía. La
aplicación de los modernos planes ori-
gina una serie de problemas jurídicos a
cuyo estudio dedica MASPETIOL SU trabajo.

¿Según qué técnicas jurídicas se in-
sertan las prescripciones del plan en la
realidad de la vida social? La dificultad
es aún mayor si se tiene en cuenta que
mientras las decisiones de la economía
global responden a un cálculo de pro-
ductividad, las decisiones de las empre-
sas individuales obedecen al móvil de la
rentabilidad. El problema se resuelve
tanto en los países de economía colecti-
vizada como en los sectores nacionaliza-
dos de los países que han mantenido el
principio de la libre empresa mediante
la jerarquización del poder.

Para el estudio de la cuestión en los
sectores de economía libre, examina el
autor el sector de la agricultura, por ser
el que ofrece mayores complicaciones
para ser fácilmente dirigido mediante las
prescripciones de la economía global. En

los casos en que ésta no recurre a la
coacción, que son los má- numerosos, se
ofrecen tres sistemas al legi-lador. El pri-
mero es el método contractual, caracte-
rístico de los Estados Unidos. Las pri-
meras medidas de la economía dirigida
fn el país fueron declaradas inconstitu-
cionales; de ahí que la «Sol Conservation
Act» y numerosos textos ulteriores- recu-
rran al expediente del contrato. El segun-
do sistema se inspira en la vieja idea dr
que la agricultura es un servicio público y
consiste en el establecimiento, ya por ley.
ya por reglamentos administrativos, do
unas normas de explotación técnica efi-
caz cuya inobservancia da lugar a san-
ciones diversas. Este es el sistema predo-
minante en Inglaterra. Por último, el ter-
cer sistema es el más administrativo;
consiste en la concesión de autorizacio-
nes, subvenciones y facilidades diversa-
subordinadas a condiciones conforme.,
con las previsiones del plan.

Acaso el estudio de las técnicas jurí-
dicas de la economía global permita al-
canzar mejor una de las oposiciones de
naturaleza entre el Derecho administra-
tivo y el Derecho privado en sus rela-
ciones fon la regla jurídica. El Derecho
administrativo tiende a establecer un lazo
entre el poder de derecho y una necesi-
dad determinada; el Derecho privado ve
más bien en las categorías jurídicas unas
forma- desprovistas de contenido obliga-
torio. La economía global preetende pe-
r.etrar el dominio de la actividad privaba
con preocupaciones de interés general y
conducir a las empresas a utilizar sus
poderes jurídicos en función de ciertas
normas de fundo.

JKAX KIVEKO : Le régimen des etttrepri-
ses nationalisées el Vévolution du
Dtnit admitiistratif. — Prtgs. 146
a 171.

Omitimos la noticia del trabajo de Ri-
VERO por haber sido comentado en el nú-
IIKTO 10 de esta REVISTA.

Rafael E1STRENA CUESTA
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HUESO CRLÜ, Quintiliano : Manual de
las Clases Pasivas. Madrid, 1953.
Págs. 653.

Si la multiplicidad de disposiciones es
una de las características que se señalan a
la legislación administrativa, en una de
las materias en que adquieren pleno va-
lor aquella afirmación, es, precisamente,
en la -de clases pasivas. Desde el Estatuto
de 1926, las disposiciones dictadas son
numerosísimas, por lo que el panorama
que ofrece la normativa de clases pasiva*
es, realmente, desalentador. Encontrar la
norma aplicable a un caso concreto es
tarea difícil, no sólo para el profano,
sino para el técnico de Derecho admi-
nistrativo. De aquí la utilidad enorme de
una obra dedicada a sistematizar aque-
lla legislación.

La tarea acometida por HUESO CHUZ,
y antes por LABOHDA IBÁSEZ (1), es digna
de elogio. Hubiera sido encomiable con
limitarse a recopilar >" sistematizar las
disposiciones legales. Y el valor de la
misma queda resallado con solo pensar
que no se ha limitado a dicha legisla-
ción, sino que también ha recogido, de-
bidamente sistematizada, la jurispruden-
cia del Tribunal- Supremo y de agravio-
sobre la materia. Nada mejor que estos
párrafos de la introducción de la obra
para darse cuenta de su contenido y fina-
lidad :

«El deseo de poner al alcance de to-
dos la dispersa y tal vez complicada le-
gislación de clases pasivas ha sido la
principal idea de formar el presente li-
bro, compendio de cuantas disposiciones
existen relacionadas con dicha materia.»

«No ha bastado hacer una nueva-y la-
cónica recopilación de disposiciones acor-
des con el fin de la obra, sino que se lia
procurado, en primer lugar, poner al día,
en su ultima redacción, la ley básica de
las clases pasivas, cual es el Estatuto de
22 de octubre de 1926 y su Reglamento,
avalando ambos textos con sentencias y
acuerdos del Consejo de Ministros de
agravios que han interpretado sus cláu-
sulas con la más preclara hermenéutica,

(I) El Estatuto de las Clases pasivas
del Estado y su evolución, Madrid, 1950,
recensionado en el núm. 4 de esta Re-
vista, págs. 359 y ss.

dándoles valor y vitalidad ron la juris-
prudencia que progresivamente han ido
sentando.»

«Se transcriben infinidad de disposi-
ciones que íntimamente se relacionan
con el precepto a desarrollar, y se ha
procurado descongestionar los comenta-
rios, tomando como medida resolutoria
la formalización de Apéndices en los
que por medio de riguroso orden crono-
lógico se han agrupado las normas que
forman un conjunto independiente, aun-
que con una relación directa del Cuerpo
legal de las Clases Pasivas.»

Si a todo esto añadimos que, ademas
de la legislación de clases pasivas, se in-
cluyen las referentes al recurso de agra-
vios, cauce procesal para hacer valer los
derechos en aquélla reconocidos, y que
un índice alfabético muy completo cie-
rra la obra, habremos apreciado en todo
su valor este libro de HUESO CRUZ, que
constituye un instrumento de trabajo po-
co menos que imprescindible cuando ten-
gamos que enfrentarnos con cualquier
tema de clases pasivas.

J. G. P.

M.-IRTÍN DESC.II.ZO, Antonio : Xotns
para una Historia del Derecho Ad-
ministrativo. — Valladolid, Miñón,
S. A.. 158 páginas.

Creo que fue Balmes quien dijo que
los hombres podían clarificarse en hom-
bres-almacenes y hombres-fábricas. Para
quienes la denominación no sea bastante
expre.-iva, aclararemos que por hombre-
almacén se entiende el mero recopilador
de nombres, dalos y noticias, y hombre-
fábrica es el que no sólo asimila lo-
Jatos. sino que traza orientaciones nue-
vas, expresa ideas, razona, en suma.

La lectura del libro de MARTÍN DES-
CALZO demuestra a las claras que estamos
en presencia de un libro redactado por
un hombre-almacén, ya que en él se api-
lan y amontonan una enorme variedad
de noticias—casi todas sabidas—aceña
de la historia del Derecho administrati-
vo en España, Francia, Italia y Alema-
nia, pero falta casi siempre el hilo con-

ductor, el criterio valorativo.
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En el capítulo dedicado a España, apar-
te de oirás cosas que extrañan, tales co-
mo no mencionar los nombres de SÁN-
CHEZ DIEZMA y VILLAR GRANOF.L, llama
poderosamente la atención el que se
haya olvidado a don Enrique GIL RO-
BLES, cnya Guía para el estudio del De-
recho administrativo no fue sólo una de
las obras más interesantes y que más in-
flujo tuvo en su época, sino que consti-
tuye todavía hoy una de las más busca-
das y que 'más fructuosamente pueden
leerse./

Al referirse a la producción mono-
gráfica contemporánea de España, el
autor se confiesa desconocedor de muy
interesantes aportaciones. Es muy raro
no ver al lado de los nombres de GARRI-
DO FALLA y O-AVERO ABÉVALO los de ALON-
SO OI.EA y VILLAR PALASÍ, y que -no apa-
rezcan junto a Enrique SERRANO GUIRADO
y JESÚS GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús F. Fui-
YO y GARCÍA ENTERRÍA. Parece como si
nuestro autor no conociera la REVISTA DE
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA O leyera sólo
un artículo si y otro no.

Por lo que se refiere al Derecho admi-
nistrativo francés, queda insuficientemen-
te destacada la significación de HAURIOU.
Se le enumera como un tratadista en-
tre tantos y sólo se cita de él una sola
obra, cuando, naturalmente, la figura del
decano de Toulouse 'únicamente puede
comprenderse si se sigue toda la evolu-
ción de su pensamiento, que va desde
los Etudes sur la décenlralization, que
dala de 1892, a la Théorie'de Vinstitution
ct de la fondation, en la que, con gran
precisión y maravillosa síntesis, ofrece
una formulación acabada de su teoría,
que tan fecunda habría de ser no sólo
para el Derecho administrativo francés
sino para toda la doctrina jurídica del
mundo actual. MARTÍN DESCALZO parece
estar en la creencia de que HAURIOU no
tiene más importancia en el Derecho ad-
ministrativo francés que la que puede
corresponder a MOREAU O WATRIN, y se-
ría conveniente que sustituyera su creen-
cia por la idea de que el decano de Tou-
louse es el eje de la escuela francesa del
Derecho administrativo, y su apor-
tación teórica'y de 'comentario jurispru-
dencial ha tenido una trascendencia, has-

ta ahora impar, en el Derecho adminh--
trativo del continente.

En el capitulo dedicado a Italia se
advierte una extraña muestra de autores
y de regiones italianas que, a nuestro
modesto juicio, no ilustra mucho al lec-
tor, sino que más bien podría producir
confusión en lectores no muy avezados
en el estudio del Derecho administrati-
vo o de la geografía de Italia. Queda to-
talmente en la penumbra la 'figura de
Umberto BORSI, que aunque MARTÍN DES-
CALZO cree que es un tratadista entre
otros treinta o cincuenta de la Italia
actual, lo cierto es que hoy ocupa en el
Derecho administrativo italiano una po-
sión de tanto relieve como antaño OR-
LANDO o SANTI ROMANO.

Por lo que se refiere a 'Alemania, i.l
autor demuestra desconocer casi comple-
tamente toda la interesante producción
jurídico-adminiflrativa de después de Li
Guerra mundial, y hacemos gracia de
mencionar nombres y más nombres de
difícil escritura'.

MARTÍN DESCALZO ha elaborado su tra-
bajo sobre la base de la conferencia con
que GASCÓN Y MARÍN inauguró el curso
de la Universidad Central el año 1944-15
y que lleva por título «La evolución del
Derecho administrativo durante mi vida
académica». Casi todos los datos, nom-
bres y noticias están tomados de esta
obra, y, sin embargo, es lástima que el
autor no se haya tomado la molestia de
leerla con el suficiente detenimiento y de
meditar sobre la misma. Lo cierto es
que, a pesar de que se publica ocho años
más tarde y de que ocupa doble número
de páginas que el trabajo de GASCÓN Y
MARÍN1, el lector del libro que reseñamos
se formará una idea muy imperfecta de
lo que ha sido el Derecho administra-
tivo en Europa, pues MARTÍIS DESCALZO
no añade nada, sino que más bien resta
a lo que ya se divulgó tu 1944, y, desde
luego, su obra es de las que no pueden
servir para otra cosa que para sembrar
confusión, que a lo que parece se va con-
viniendo en la finalidad primordial de
muchos que ahora quieren meterse a es-
critores o a sabios.

En suma, se trata de un libro que, aun-
que pone de relieve cierta información,
demuestra a las claras una total ausen-
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cia de formación. Debe tener en cuenta
nuestro autor, y esto deben aplicárselo
otros muchos; que sólo debe tomarse la
pluma para hacer literatura o para ha-
cer precisión; y qne quien al escribir no
hace ciencia, o divulga, la deshace o
contribuye a desorientar al estudioso.

Por lo demás, no queremos ocultar
nuestra simpatía al señor MARTÍN DES-
CALZO, como a todos los que se ocupan
del estudio del Derecho administrativo,
que afortunadeinentc ha suscitado ya vo-
caciones en hombres de buena fe y bien
preparados.

JUAN GASCÓN HERNÁNDEZ

GRIFFITH Y STREET : Principies of Ad-

ministrative Law. London. Pitman,
1952, 326 páginas.

GRIKFITH es profesor en la Universi-
dad de Londres, y STREET en la de Man-
chester, y han escrito en cooperación un
Derecho administrativo de 'carácter si-
lábico o compendiado con fines exclusi-
vamente didácticos. El libro es notable
por lo conciso, claro y sintético. En el
prólogo reconocen como pioneros de la
empresa 'que ahora abordan a los profe-
sores CARB ROBSON y WADE. Consignan

que ambos aceptan la responsabilidad de
todo el texto, y que GRIFFITH escribió
el borrador de los capítulos sobre pode-
res legislativos de la Administración y
cobre Corporaciones públicas, y STREET
lo relativo a los poderes administrati-
vos y judiciales de la Administración y
los procesos contra la misma.

El índice de la obra es el siguiente :
Tabla de casos.—Tabla de' leyes.—Tabla
de normas reglamentarias y estatutarias.
Y tabla de obras citadas. Luego sigue
el siguiente orden: -1. Introducción.—II.
Los poderes legislativos de la Adminis-
tración.—III. El control del poder le-
gislativo de la Administración.—IV. Los
poderes administrativos y judiciales de
la Administración.—V. El control de los
poderes judicial y administrativo de la

Administración.—VI. Demandas o pro-
cesos frente a la Administración.—VII.
Corporaciones públicas.

En las páginas introductorias se em-
pieza afirmando que el signo caracterís-
tico del pensamiento del siglo xix fue
el individualismo. Los juristas y los po-
líticos estaban convencidos de que el
mantenimiento del orden dentro y fue-
ra del país era la única función del Go-
bierno. El individualismo lo explica co-
mo reacción 'contra las normas antiguas
feudales y de los Estuardo y armonizaba
perfectamente con los intereses de la
nueva clase de fabricantes que surgieron
con la revolución industrial.

Al tratar de la definición del Derecho
administrativo, recuerda cómo MAITLAND,
al final de sus lecciones sobre Historia
constitucional de Inglaterra, que tuvie-
ron lugar en 1887-8, se enfrentó con la
definición del Derecho administrativo se-
gún el punto de vista de AUSTIN, para
quien el Derecho constitucional única-
mente determinaba qué personas o cla-
se de personas eran titulares de los Po-
deres soberanos. Mientras que el Dere-
cho administrativo determinaba los fines
que tenía y los modos como era ejerci-
do el Poder soberano. MAITLAND consi-
deraba esta definición de AUSTIN del
Derecho constitucional como demasiado
restringida, y concluía MAITI.AND que, se-
gún él, mientras que el Derecho constitu-
cional se ocupa de la estructura, el De-
recho administrativo se ocupa de la fun-
ción. Fórmula que expresaba resumien-
do el pensamiento de HOLLAND. Más re-
cientemente, JENNINOS ha escrito que
«el Derecho administrativo es el Dere-
cho relativo a la Administración». De-
termina la organización poderes y
deberes de las Autoridades administra-
tivas. Esta es la definición más común-
mente aceptada hoy día, pero con ello
no se intenta siquiera distinguirle del
Derecho constitucional, que en sú sig-
nificación usual se ocupa en gran medi-
da de asuntos concernientes a la organi-
zación de las autoridades administrati-
vas. Por otro lado, ésta constituye une
definición demasiado amplia, puesto que
el Derecho que determinan los Poderes
de estas autoridades tiene que incluir,
por ejemplo, la» disposiciones de leyes
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relativa- a la sanidad pública, vivienda,
urbanismo, etc., etr. Concluyen nuestros
autores que lo cierto es que cualquiera
definición del Derecho constitucional o
administrativo y cualesquiera distincio-
ses erigidas entre ellos son arbitrarias y
basadas en la conveniencia de escritores
particulares.

Añade que hay más en este problema;
que la dificultad de la definición del
Derecho administrativo y la apreciación
de sus contornos con relación al Dere-
cho constitucional no c¿ sólo un proble-
ma de conveniencia, sino fruto de la
circunstancia de que el estudio del De-
recho administrativo en este país no se
ha recobrado plenamente desde que Di-
CEY negó su existencia. Esta denegación
surgió de la comparación de la leyes in-
glesas con la¿ francesas en un campo muy
limitado, puesto que únicamente se ocu-
pó DICEY del problema de los recursos
jurisdiccionales. La incomprensión de
DICEY con respecto al Derecho adminis-
trativo francés fue doble. En primer lu-
gar, no entendió y tuvo miedo a la idea
•de los Tribunales especiales, y en se-
gundo lugar, al limitar su examen a la
parte que llamaríamos jurisdiccional del
Droit administrative, • d io a l a signi-
ficación de l Administrative Law de I n -
glaterra una interpretación similarmentc
restringida. Como consecuencia de ello
han quedado en lu penumbra dos pro-
blemas muy interesantes. Primero es el
de la legislación delegada o subordina-
da, y el segundo 'el de la adjudicación
administrativa, con lo cual se entiende
el poder estatutario o reglamentario de
la Administración para dirimir cuestio-
nes que surjan entre los individuos y
la Administración, u ocasionalmente en-
tre dos partes de la Administración mif-
ma. Estos son problemas interesantes,
pero que no abarcan la totalidad del
Derecho, relativo a la Administración.
Como ya hemos dicho, este Derecho con-
tiene las reglas relativas a la organización
y poderes de la Administración. El en-
focar la atención sobre estos dos proble-
mas, no solamente tiende'a obnubilar los
fundamentos de la organización y pode-
res, 'sino que dificulta una justa apre-
ciación de estos problemas. Además, este
•enfronte tiende a diverger la atención de

otros despliegues que van teniendo lugar
como consecuencia de importantes fun-
damentos. El Derecho administrativo tie-
ne, sin embargo, que ocuparse de la or-
ganización y lo< poderes lo mismo que
de las responsabilidades y de los debe-
res. Cierto que ningún libro, en concre-
to, puede abarcar todos los poderes de
la Administración, y que Tío tendría sen-
tido repetir los detalles de organización,
que ya han sido adecuadamente trata-
dos por otros libros.

GRIFFITH y STREET expresan a continua-
ción que su libro trata fundamentalmen-
te de tres cuestiones. En primer lugar,
qué clase de poderes ejerre la Adminis-
tración. En segundo término, cuáles
son los límites de estos poderes, y, final-
mente, cuáles son los medios por los
que la Administración se ve constreñida
a permanecer dentro de esos limites. Esta
formulación del contenido del 'Derecho
iidmimstrativo, reconocen GBIFUTH y
STREET que excluye, de un lado, un exa-
men del contenido de los poderes, y de
otro lado, la estructura de la Adminis-
tración. El examen del contenido de
los poderes no es siempre riguroso, pues-
to que a veces se examinan los poderes
ejercidos. Respecto a la estructura de la
Administración, en muchas ocasiones la
estructura tiene que ser conocida para
la comprensión del sujeto y, en conse-
cuencia, se da una breve noticia.

En la página 5 y siguientes se trata
del Dereoho, afirmando que todas las
principales fuentes del Derecho se some-
ten a reglas que se refieren a la Admi-
nistración. Se afirma que la concepción
del Derecho administrativo, como Dere-
cho relativo a la Administración, quiebra
en algunos casos, o para expresarlos me-
jor, que a veces el sujeto del Derecho ad-
ministrativo se mueve fuera de los cauces
de la ley, y a menudo del control de las
autoridades administrativas, o a los me-
dios como estas autoridades ejercen sus
poderes, constituyen más un asunto de
práctica administrativa que de Derecho
administrativo. Para poner un ejemplo,
en muchas leyes se requiere el estable-
cimiento de Cuerpos consultivos, a loi
cuales se les dan poderes que son corre-
lativos a 'los deberes de los ministros.
Éstos poderes y deberes son asunto de
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la ley, pero asumo práctico y sin auto-
ridad reglamentada.

Al tratar de la Administración, indita
que existen 'tres voces que se usan ge-
neralmente para indicar grupos de cutí-
pos con poderes administrativos: el Go-
bierno, el Ejecutivo y la Administra-
ción. El Gobierno significa algunas veci-s
el gabinete, pero más a menudo se em-
plea para designar aquellos departamen-
tos centrales cuyas jefatura? son directa-
mente nombradas por el primer Mini.--
tro. Más ampliamente, la voz se usa para
describir cualquier cuerpo que tenga
poder gubernativo, incluso \a> autorida-
des locales y las Corporaciones públ/cü.-.
«Con «el ejecutivo», se cubre el misino
fundamento de significado, y a menudo
,-e osa para incluir todas las autoridades
gubernativas que dan cumplimiento ai
Derecho. Normalmente aparece como
contraposición al legislativo 'y al judi-
cial. «La Administración» a vece? si-vi;
como un moderno sinónimo para el Eje-
cutivo. La Administración está compuer-
ta de numerosos cuerpos, muchos dt*
los cuales se han desarrollado histórica-
mente, mientras que otros liar sido crea-
dos por el Derecho escrito, por las leyes
(statuts). A continuación su hace un es-
tudio del gabinete y de los departa-
mentos del Gobierno (examinando la or-
ganización central y la regional), de las
autoridades de Gobierno local, de otros
Cuerpos estatutarios y de la interreía-
ción entre los Cuerpos administrativos.

En la página 13 se ocupa de la signi-
ficación de la Administración. Concebida'
la Administración como un catálogo de
Cuerpos administrativos, surge la difi-
cultad de que no se ha 'logrado todavía
establecer una regla general para deter-
minar en qué se 'distingue o cuál es el
rasgo característico que sirva para reco-
nocer la existencia de una autoridad ad-
ministrativa. Es completamente confuso
e inexacto definir una autoridad admi-
nistrativa como cualquier autoridad que
administra. En rigor, administrar signi-
fica poner en ejecución el Derecho (U>
put the htw inio effeod), esta función
ciertamente es una de las que realiza la
Administración, pero la Administración
hace más: establece normas que tienen
fuerza de ley y decide disputas, o dirime

controversias. El poder cíe establecer
normas jurídicas, el poder de dirimir
conflictos y el poder de llevar a cat)O 1%
autoridad administrativa, están, efectiva-
mente, distribuidos muy ampliamente.

Después de hablar de la separación de
poderes, consignando que la doctrina de
MO.NTESQUIEU es muy incompleta, y en.
gran medida contiene un relato desorien-
tador del mecanismo de la Constitución
inglesa, examinan nuestros autores la li-
mitación de los poderes de la Adminis-
Liación. Estas limitaciones son políticas
y legales. Las limitaciones políticas re-
citan de la doctrina de la responsabili-
dad de los Ministros, do la responsabi-
lidad de la actividad de la Administra-
ción y de las responsabilidades de critica,
tanto dentro como fuera del Parlamento^
Las limitaciones legales son consecuencia
del principia de que cada actividad de
la Administración que interfiere con los
derechos de los individuos tiene que es-
lar basada sobre la autoridad de una
norma escrita o de una prerrogativa.

Al tratar de la responsabilidad de la
Administración, se afirma que su 'respon-
sabilidad existe frente 'al pueblo, pero
que en la teoría y eu la práctica la res-
ponsabilidad es aillo el Parlamento.

] i:\sG\SCOS.

CAKKO MARTÍNEZ, Antonio : La orga-
nización territorial de Estados Uni-
dos. Instituto de Estudios de Admi-
nistración Local. — Madrid, 1953.
Páginas 53.

Para un jurista continental es siempre
del máximo interés todo lo que se refiere
al Derecho anglosajón. La fundamenta-
r o n jurídica de las instituciones es dis-
tinta, como también lo es la realidad so-
bre las que se asienta. El derecho anglo-
sajón y el derecho continental represen-
tan hoy día el legado histórico del germa-
nismo y el romanismo. El derecho roma-
no de la última época, posteriormente pa-
sado por la escuela de Bolonia, derecho
de casos generales y concepciones abs-
tractas, y el derecho germano más pare-
cido al romano de la primera época y ert
general antes de ser sometido, a los glo-
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sadores y postglosadores, y por ello un
derecho de «tasus» concretos. Esta neta
diferencia entre ambas concepciones, fe
manifiesta con pujanza en el derecho ad-
ministrativo. Frente a la concepción con-
tinental con la existencia1 de lo que se ha
llamado el «régimen administrativo», es
decir, un derecho especial de la Admi-
nistración en todos sus aspectos, los an-
glosajones siguen manteniendo el princi-
pio de que la Administración debe seguir
•ometida a un único derecho, y no se
crea que con ello se le dan o se le quitan
privilegios: continentales y anglosajones
pretenden llegar a la garantía del ciudada-
no, si bien los caminos, por razones sobre
lodo históricas, han hecho que unos con-
sideren más ventajoso para el administra-
do la creación de un derecho especial en
aquellos casos en los que intervenga la
Administración, y otros creon que la me-
jor manera de conseguirlo es someterla1

al ini?mo régimen que a los particulares.
Sin embargo, la diferencia de regímenes
se va mermando paulatinamente y pue-
de hablarse ya de un derecho administra-
tivo anglosajón con muchos puntos de
contacto con el continental c incluso en
algunos aspectos más avanzado (1). El
libro que nos ocupa ¿borda un proble-
ma interesante, cual es el de la organi-
zación territorial de Estados Unidos. El
autor ha realizado en una extraordinaria
labor de síntesis la tarea de darnos una
visión jurídica de lo que es la atomísti-
ca organización territorial de Estados
Unidos.

Desde las primeras páginas, se hace
patente la proliferación de entidades te-
rritoriales. En 1942 la Oficina del Censo
noreamericana calculó que había en el
país 155.116 unidades territoriales de
diverso carácter, tamaño, organización y
funcionamiento perfectamente clasifica-
das. También en Estados Unidos se ma-
nifiesta el proceso de ampliación de las
esferas territoriales y consecuente simplifi-
cación de las entidades locales, lo que
constitye una de las crecientes tendencias
del régimen local, como lia puesto de ma-
nifiesto JOHDANA DE POZAS (2). Sin embar-

(1) SCHWAHTZ: Le Droil adminislialif
americain, 1952.

(2) Tendencias europeas actuales del
régimen local, 1949.

¡zo, cualquier tentativa racionalista o sim-
plificadora tropieza siempre con la men-
talidad anglosajona realista, empirka y
práctica.

En el segundo capitulo el autor intenta
una ordenación de las diversas entidades
territoriales, distinguiendo siete tipos ma-
yores de ellas en los Estados Unidos :
1.° La Federación.
2.° Los cuarenta y ocho Estados miem-

bros.
4.° I.as ciudades que comprenden todar

las «Incorporated places» con facul-
tades de autoadministración y que
también suelen ser conocidas por los
nombres de burgos, «towns» y villas.

S.° I.os «townships», dentro de cuya de-
nominación deben estimar?* com-
prendidos los «towns» de los Estados
de Nueva Inglaterra, New York, Wis-
consin y Minncssota.

0.» Los distritos escolares unidades de
administración escolar, con status de
entidad local independiente.

7.» Los distritos especiales con autono-
mía propia.

A éstos hay que agregar, y el propio
autor lo hace en distintas partes de la
obra, el Distrito federal de Columbia
como sede del Gobierno de los Estados
Unidos (la municipalidad de Washington,
í). F.\. y lo« territorios ultramarinos, ver-
dadera colonias, gobernados de.-de Wash-
ington, o que tienen Gobierno propio
(Alaska y Hawai).

Junto a esta aplicación del método ló-
gico para latinizar la organización ameri-
cana, se realiza el estudio a través del mé-
todo histórico, distinguiéndose entre or-
ganización rural y urbana. En la primera
se parte como base original de los Estados
Unidos de las trece primitivas colonias
inglesas que se habían organizado terri-
lorialmente de la misma manera que la
metrópoli. La Independencia, si bien no
varió sustancialmente la organización
existente, dejó traslucir hondas diferen-

. <:ias entre las distintas colonias: o) Las

del Norte o Nueva Inelaterra que crearon
dentro de los Condados las pequeñas
«towns», y cuya explicación se da por la
imposibilidad de uue existan latifundios
debido a la belicosidad de los indios, que
cyblígaba a constantes repliegues, organi-
zándose en pequeñas extensiones. 6) Co-
lonias del Sur. La mayor docilidad de los
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indio» y las fáciles vías fluviales de pene-
tración, hicieron posible una reproduc-
ción flel del sistema territorial inglés, a
base de Condados y Parroquias (no exis-
tía entonces el Distrito); el Condado que-
dó pronto como la única entidad rural.
cj Colonias intermedias. Concretamente
New York y Pensylvania. En ambas ni el
Condado ni el ctown» adquirieron impor-
tancia decisiva, equilibrándose mutua-
mente, llegándose al sistema ecléctico de
los «townships». Como se ve, la multipli-
cidad es histórica y hoy se considera in-
necesaria e indeseable.

La organización urbana nace como con-
secuencia de atender inmediatamente a las
necesidades comunes que de momento
son atendidas por el Condado, por el
«townships», pero que a la larga precisan
«corporalizarse en villas o ciudades». Y se-
da la peculiar situación de que si bien lo
pálmente el Condado es superior a la ciu-
dad, en la realidad hay más ciudades que
condados que quedan reducidos a meras
«quasi-corporations». Ello produce una
duplicidad de funciones que en algunos
casos se resuelve mediante la fusión de la
ciudad con el Condado.

En el capítulo tercero se estudian en
particular las diversas entidades territo-
riales. La Federación, los Estados y lo;.
Territorios, con el aumento progresivo t!<
la supremacía federal (recuérdele la exis-
tencia de poderes implícitos!; los Estado;
con una organización estrictamente uni-
taria y que si bien sus poderes y compe-
tencias son cada vez menores, siguen
siendo verdaderas entidades de rango po-
lítico y que sirven de base al cumplimien-
to de la constitución federal. Los Terri-
torios constituyen la fase previa de su ele-
vación a la categoría de Estados y su ad-
misión en la Federación que se otorga por
el Congreso.

Los Condados, como división de los Es-
tados, con la excepción de Louisiana, que
lo hace en Parroquias. Se trata de una
subdivisión artificial creada y no nacida
para servir los fines del Estado. En el Con-
dado —dice el autor— existe el «self-
sovernment», si bien con menor importan-
cia que en Inglaterra, siendo los propios
ciudadanos los que prestan escasa atención
al Condado, siendo fieles devotos de la
Federación, los Estados y las ciudades.

Como subdivisiones administrativas de

los Condados aparecen los utown-i; y los
«townships», pero que en realidad restrin-
gen las funcione* del mi-mo. Existen in-
iinitas peculiaridades de lo; misinos du-
plicando funciones respecto de Condados
y Ciudades. Su importancia es grande en
iSueva Inglaterra, no existiendo en los
Estados del Sur y del Oeste.

Los Municipios o «incorpurjted place;*
pueden »er urbanos o rurales (cities y
villagcs.l. Los Municipios anglosajones,
por ser «incorporated places», ton entida-
des legales o gubernamentales y suponen
la corporalización de una comunidad es-
pecífica para resolver sus problemas loca-
les. Los Estado.- son compútenles para eri-
girlas en personas jurídicas, previa peti-
ción de los interesados (cuyo número va-
ría según los Estados), y la observancia
de determinados requisitos. La Carla mu-
nicipal otorgada por los Estados es el es-
tatuto articulado, siendo variadísimas. Sin
embargo, existe la carta que se da la pro-
pia ciudad (obsérvese este proceso de or-
ganización tan similar al de nuestro- Fue-
ron medievales). En el último caso, se da
el sistema del orlóme rule», que no es ni
mucho menos total independencia, pues
la verdad es que existe una tendencia cen-
tralizadora, manifestada sobre todo a tra-
vés de ayudas financiera; (las recientes
tendencias de régimen local pueden ver;e
resumidas por JOBDANA DE POZAS (3I en su
magnífico trabajo sobre la materia).

Reduce el autor los sistemas de gestión
municipales a tres grandes grupos: el
«Mayor and Council Government», el
hCommission Plan» y el «Cily Manager
Plan».

Dedica un último apartado dentro de los
Municipios al estudio de i\ueva York,
Chicago y Philadelphia, que manifiestan
una ve? más la tendencia actual a la dife-
renciación de regímenes de las srandes
ciudades.

Completa el sistemático y exhaustivo
estudio con los Distritos o «quasi-Munici-
pal corporations». La característica del
Distrito es que dentro de su competencia
actúa con total independencia de las en-
tidades anteriormente estudiadas. Pue-
den ser escolares que reúnen a los ciuJa-
danos estadounidenses desde su adoles-

Vid. op. cit.
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cencía, y especiales, en menor número, La obra que no» ocupa tiene, enlre mu-
pero más complejo?, que son creado? pa- chas de sus virtudes, dos méritos funda-
ra determinadas actividades (obras públi- mentales: el referirnos una cuestión tan
cas. incendios, forestales, etc.I. sugestiva tomo la organización territorial

Por último, se dedican unas lineas al de un Estado federal, de honda raigambre
Distrito de Columbia como sede del Go- iiistórica, y la labor de síntesis realizada
bierno de la Unión, y en el que se da una para poder exponerla con la claridad y
desaparición del ciudadano sometido a su sentido jurídico con que se hace,
simbólico Ayuntamiento, que es el propio
Gobierno. J. A. GARCIA-TREVIJANO
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Anuario de De.echo Civil.

Tomo VI. Fascículo 3. Julio-septiem-
bre, 1953.

F. DE CASTRO Y BRAVO : Sobre la pre-
tendida validez de las fundaciones
familiares.—Págs. 623-652.

Con este magnífico trabajo, el autor
intenta cortar el paso a una tendencia
insinuada en parte de la doctrina y que
recientemente ha tenido una notable ex-
presión (CÁRDENAS, Fundaciones fami-
liares del Derecho privado, «Revista de
Derecho Privado», 1952, págs. 579 y ss.),
•que postuta la validez de ía^ fundacio-
nes familiares en el Derecho español.
Tal propósito queda sobradamente cum-
plido, pero además el estudio sienta pre-
cisiones de primera importancia sobre
los conceptos generales de nuestro dere-
cho de fundaciones, tan mal tratado de
ordinario. Comienza examinando los ar-
gumentos en pro de la validez de las
fundaciones familiares y señalando su
alcance práctico como medio de esta-
blecer vinculaciones efectivas y el ries-
go del sistema en la actual situación so-
cial y económica; a la vez, cualquier
fundación de fines particulares, siempre
que no fueren ilícitos, podría ampararse
sn la validez de esta fórmula. Exami-
na la figura jurídica de la fundación fa-
miliar en la doctrina alemana, indican-
do la •confusión en que ésta ha incurri-
do, con referencia a los conceptos de
persona jurídica y fundación.

Al penetrar en el tema de Ja fundación
familiar en el Derecho español, comien-

za con el estudio de la situación jurídi-
ca anterior al Código civil, analizando
los conceptos de vinculación, patronal»
activo y pasivo, capellanías, obras pías,
etcétera; especialmente estudia con gran
originalidad el concepto de obra pía y
su regulación como antecedente de la
fundación moderna. Estudia seguidamen-
te el alcance de la desamortización so-
bre estas fundaciones y la tendencia se-
ñalada por la legislación de beneficencia
que intenta cortar el despojo que los pa-
tronos activos familiares realizaron en
muchas ocasiones sobre los bienes afec-
tados a la utilidad de los pobres. El Có-
digo civil no alude a esta materia sino
para establecer lodavía un criterio más
riguroso en cuanto a las vinculaciones y
prohibiciones de disponer. Por otra par-
te, sólo admite como personas jurídicas
las fundaciones de interés público (ar-
tículo 35, núm. 1), y acepta únicamente
las cargas perpetuas sobre bienes cuan-
do están impuestas a favor de obras be-
néficas (art. 788). Con estos anteceden-
tes, las referencias que se contienen en
las Instrucciones de 1899 y 1913 sobre
fundaciones de carácter exclusivamente
familiar adquieren el claro sentido de
que, respecto a ellas, el Protectorado no
obstaculizará la acción de los Tribuna-
les para la declaración de libres de los
bienes vinculados.

De todo ello se ' deduce la ineficacia
de las fundaciones mera o exclusivamen-
te familiares, como ha confirmado la ju-
risprudencia en muchas ocasiones. Úni-
camente existe alguna duda cuando se
trata de fundaciones que, siendo benéfi-
cas, tienen algún aspecto o carácter fa-
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miliar. La validez de las fundaei»ne«
(benéficas) de patronato activo familiar
no presenta dificultades, pero sí las fun-
daciones que favorecen a cierta? perso-
nas por su calidad familiar. Para deter-
minar la validez de estas fundaciones,
será preciso contrastar: primera, si tie-
nen verdadero carácter benéfico: segun-
do, si los favorecidos lo son a títuTo prin-
cipal de necesitados; tercero, si la in-
tención del fundador fue la de crear una
fundación de interés público. Con esto>
criterios va estudiando el autor las dis-
tintas hipótesis, interpretando en cada
caso la jurisprudencia. Las fundaciones
instituidas en favor de parientes pobre>
serán válidas únicamente cuando la.-
cláusulas fundacionales puedan interpre-
tarse en sentido de otorgar ana simple
preferencia a estos parientes, de forma
que cuando por el número de lo? mis-
mos o por la cuantía de las rentas del
patrimonio existan excedentes I ha de
tratarse, efectivamente, de un verdadero
auxilio o socorro benéfico') puedan éstos
aplicarse a otras personas necesitadas.
Seria ineficaz también toda fundación
que por medios directos o indirectos tra-
tara de vincular bienes o rentas de los
mismos a favor de los miembros de cier-
tas familias o linajes. Este criterio sirve
para determinar la validez y los límites
de las remuneraciones otorgadas a los
patronos activo» familiares por su labor
administrativa.

E. C. I>E F..

Revista Crítica de Derecho Inmobiliario.

Madrid, ninyo. 1953'. P.ígs. 321 a 348.

GONZÁLEZ PKRF.Z. Jt.-iLU : Ln impug-
nación ii ¡os efectos de los actos ad-
winislriitiros dictados en iiuitrria
de concentración parcelaria.

En este artículo, después de una bre-
ve introducción, en la que se alude a la
reforma agraria en España, a la- funcio-
nes administrativas en materia agraria
y a la Ley de 20 de diciembre de 1952.
que reguló la concentración parcelaria,
se examina de manen) fundamental el
acto administrativo en materia de con-

centración parcelaria, que no es otro que
el acto que termina el procedimiento de
concentración y que es llevado a cabo
por la Comisión local a que se refiere el
articulo 10 de la Ley de 20 de diciembre
de 1952.

Según el artículo citado, contra este
aclo de la Comisión local cabe recurso
de alzada ante la Comisión central, y la
ausencia de normas más precisas plantea
el problema de qué clase de recursos
cabe interponer, analizándose el recurso-
de alzada y el recurso contencioso-admi-
nistrativo. Se examina igualmente el pro-
blema de la lesión en el sexto, consagra-
da en la Ley sobre concentración parce-
laria, y el trabajo concluye con un es-
tudio de los efectos civiles, regístrales y
económicos del aclo en que termina el
procedimiento de concentración parce-
laria.

.1. G. H.

Octubre. 1953.—lYiys. 689 a 712.

GONZÁI.KZ PKKKZ, Jesús : l.a constitu-
ción Jel patrimonio familiar.

Hace tiempo que GONZÚ.KZ. PKRFZ viene
dedicándose al estudio de la legislación
agraria. A la función colonizadora dedi-
có un interesante trabajo en el núm. 48
ile la «Revista de Estudios Políticos» y
otro publicado en la «Nueva Enciclope-
dia Jurídicas, Seix; a la concentración
parcelaria, dos artículo.* publicados en el
«Anuario de Derecho Civil», y en la mis-
ma revista que el presente lefr. ut supm).
y a la Ley sobre íinca> mejorables un
trabajo que publicará en esta REVISTA I>F.
AUMIMSTHAC.IÓN PÚBLICA.

En el trabajo de que ahora damo- no-
ticia se ocupa de la constitución del pa-
trimonio familiar, estudiando la natura-
leza del acto constitutivo, sur- requisitos
subjetivos, objetivos y formales. De los
distintos aspectos de dicho trabajo, va-
mos a referirnos especialmente al de la
intervención del notario en esta materia.
Suscribimos las palabras que a este res-
pecto lia dicho GAHRIDO FALLA al recen-
sionar el trabajo de GONZÁI.KZ PÉHEZ des-
de la «Revista de Estudio- Agro-Soria-
'esii: «Encontramos sumamente atinados
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los juicios que con este motivo emite el
autor, combatiendo la opinión <le quie-
nes pretenden para los .Notarios el mo-
nopolio de la fe pública, .negando la po-
sibilidad de que tal facultad se atribuya
a funcionarios distintos. La cuestión tie-
ne, por otra parte, una gran actualidad,
y se ha recrudecido últimamente al pu-
blicarse el Reglamento de contratación
de las Corporaciones locales y Ja Ley de
20 de diciembre de 1952. modificando el
capítulo V de la Ley de Administración
y Contabilidad del Estado. Aparte los
autores citados por GONZÁLEZ PEREZA pue-
de recordarse también la intervención
del Notario de Madrid señor VALLET DE
GOYTISOLO, que en la «Rovista de Edu-
cación Nacional» (nútn. 7. pág. 1511 re-
cuerda palabras de SANAHIÍJ*. TS'O obstan-
te, la argumentación de GONZÁLEZ PÉREZ.
que tiende a demostrar la inneeesariedad
de la intervención notarial en estos ca-
sos, es impecnble. En primer lugar, por-
que, de acuerdo con el artículo 1.216 del
Código civil, los actos administrativos
que emanan de funcionario público com-
petente se recogen en documentos que
tienen el carácter de públicos; además,
porque, como la doctrina general admi-
te, los actos administrativos se presu-
men legítimos: finalmente, porque éste es
además el criterio seguido en nuestra le-
gislación agraria. Habríamos de añadir
que la función notarial es un servicio
público creado por el Estado para auxi-
liar a los particulares en sus relaciones
jurídicas privadas, que. obviamente, re-
sulta superfluo cuando otros servicios pú-
blicos son los que crean la relación ju-
rídica.»

J. G. H.

Revista de Estudios de la Vida Local

Año \ ' Í I . 1953. Número 69.

JWKR, Enrique fie : Ku lanío a ]a Mu-
nicipalización de servicios. Págs. 350
a 361.

Tres problemas estudia JANEU en su Ira-
bajo : El concepto de la municipalización,
su alcance y la responsabilidad de las cor-

poraciones en caso de quiebra de la em-
presa encargada de la gestión del servicio
municipalizado.

En principio, municipalización con-
estirá en la acción de convertir cu muni-
cipal algo que no lo era, pero no ba-ta
con esto, puesto que municipalizar quie-
re decir también crear algo nuevo en la
esfera municipal. Ello obedece a que hay
dos formas de municipalización : una res-
tituyendo al Municipio algo que era de su
competencia y se le escapó, y otra, ins-
taurando un nuevo servicio que, compren-
dido en la esfera de la competencia mu-

, nicipal, no ha sido organizado todavía. El
expediente de municipalización debe te-
ner desde su inicio nn carácter diferente
según la clase de municipalización de que
se trate.

De cuanto al alcance de la municipaliza-
ción, afirma el autor que si bien la cola-
boración del uartifular cu el Servicio Pú-
blico es rechazada por la teoría de la mu-
nicipalización en cuanto suponga prima-
cía en la dirección del servicio, indepen-
dencia en la forma do prestación o liber-
tad en el régimen económico, la colabora-
ción en sí no la rechaza la esencia de I.i
municipalización.

Por lo que se refiere al tercer problema
a que antes hemos aludido, señala JANEH
que es contrario a los principios más ele-
mentales de la vida comercial pretender
que se otorgue crédito a las empresas
encargadas de la gestión del servicio pú-
blico sin la garantía de su activo, y si tales
entes, como opinan unos, no pueden ?ev
declarados en quiebra y los bienes de los
>ci'vicios públicos, como dicen otros, son
inembargables, deberemos llegar a la rail-
clusión de que tales empresas precisan
para ser viables del amparo de las corpo-
raciones que les dieron el ser, y que son
sus gerederos forzosos.

La pondención entre Derecho Público
> Derecho Priado en <?asa caso, nos darán
siempre la medida de lo que debemos
hacer en cada expediente. Difícil de al-
canzar este equilibrio, la ley nos brinda
ion su amplitud de conceptos el balancín
necesario y deja a nuestra rectitud c in--
piración el resto.
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ARROYO, José Mi', ría : El municipio n
la nueva Ley de Régimen Local. Pá-
ginas 386 a 389.

En contraste con los textos legales que
a partir de 1877 han regulado el ordena-
miento jurídico de los Ayuntamientos, la
Ley de Régimen Local de 16 de diciem-
bre de 1950 no contiene una definición
del Municipio, y ello no por olvido, sino
-deliberadamente como hizo patente el
Excmo. Sr. Ministro de la Gobernación en
su ̂ discurso de presentación a las Cortes
del proyecto de Ley de Bases de Régimen
Local, aprobada con fecha de 17 de julio
de 1945.

En la novísima Ley de Régimen Local
se ha operado una profunda transforma-
ción en sus principios inspiradores. El
Municipio no podía seguir siendo una pla-
taforma política para lograr ambiciones de
grupo, y por ello se le señalan exclusiva-
mente funciones económico-administrati-
vas. No quiere decir ello qu«: la nueva
Ley se haya desprovisto üe poder. Se le
reconoce personalidad, y para su aseiora-
miento se crean una serie de organismos
hasta ahora desconocidos en la legisla-
ción loca] española.

GUTIÉRREZ DF. LA VEGA, José : La tran-
sación en e¡ Derecho Local vi'jeute.
Páginas 515 a 519.

Pese al singular, interés jurídico-admi-
nístrativo de la transacción, la Ley de Ré-
gimen Local se enfrenta con el problema
muy someramente y en sentido liuiilali-
Funcionamienlo y Régimen jurídico le
vo, y el Reglamento de Organización,
dedica un solo artículo para fijar el quo-
rum que precisa el acuerdo de transigir
este dato, lejos de quitar importancia al
lema, la arenilla, debido que el precepto
legal induc:? ;\ confusiones \ conviene ha-
cer una penetración a fundo de -u encur-
to contenido.

En una situación idéntica a la del tutor
para transigir las corporaciones locales:
con respecto a su pupilo, se encuentran
el tutoi necesita la autorización del Con
sejo de familia, las corporaciones la del
Consejo de Ministro-.

La duda surge al estudiar el párrafo se-
gundo del artículo 634 de la Ley de Ré-
gimen Local, cuyo contenido es el que
>igue: «Tampoco se podrá, en ningún
caso, hacer transacciones respecto de los
derechos de las Haciendas locales, sino
mediante Decreto acordado en Consejo ác
.Ministros, con audiencia del de Estado eu
pleno». ¿Cuáles son los derechos de las
Haciendas locales? Para hallar una res-
puesta hemos de acudir a los artículos 1.a
y 147 del Reglamento de Haciendas loca-
les, de cuya lectura se deduce que no
cabe interpretar el referido párrafo se-
gundo del artículo 634 en un sentido tan
restrictivo como su escueta y ambigua re-
dacción parece autorizar.

Gu.i-Eoo v BURIX, Alberto : La es¡> cía-
libación de Administración ¡ocal. Pá-
ginas 520 a 526.

A partir de la Ley Municipal de 2 de
octubre de 1877, las disposiciones relati-
vas a la Administración Local han ido
aumentando progresivamente hasta llegar
al momento actual en que sumadas la-
contenidas en la Ley de Régimen Local
de 16 de diciembre de 1950 y las de los
restantes textos más generales vigentes,
arrojan un total de 2.965 artículos. El vo-
lumen enunciado es, al menos, tan amplio
como el de nuestra legislación civil, y por
sí solo justifica la dedicación profesional
de toda una vida y de 1« completa acti-
vidad, calificando la espccialización di:
municipalisla. de igual modo que existe
la de civilista.

Al contrario, sin embaí go. de lo que su-
cede en Derecho civil y por las circuns-
tancias especiales que concurren en el
Derecho de las Entidades locales, niucbos,
si no casi todos los ciudmlanos, se sicti-
ten especialistas en esta materia, fomen-
tando un confusionismo que lodos cono-
cemos y sufrimos. El! realidad, sólo aj-
gunos profesores de Derecho Público y
determinados funcionarios de la Adniinis-
iración estatal merecen aquel calificativo,
.añ «bodlCacamalUman íiialnm namlna

Es evidente que la solo posesión del tí-
tulo de Secretario de primera categoría
no basta para con.-agrar leriuinjulciiien-
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te una especialización si no va seguida
del ejercicio profesional suficiente a la
más completa documentación y conoci-
miento de la realidad administrativa. In-
versamente, el profesor, aferrado a lo?
puros estudios doctrinales, está tan cer-
ca del peligro de un dogmatismo cerra-
do, como el funcionario, inverso en la
rutina del empirismo.

Estaos reflexiones llevan a GALLEGO U
afirmar que tan sólo los que aciertan a
dar una justa proporción a lo* conoci-
mientos teóricos y a los de la práctica
podrán ser llamados en justicia especia-
listas de la Administración local. E»Li
conexión entre la teoría y la práctica
es la que trata de mantener viva el Ins-
tituto de Estudios de Administración lo-
cal a través de los cursos de perfeccio-
namiento que organiza periódicamente y
de otros de mayor envergadura para el
discernimiento del titulo de Diplomado
de Administración local.

GOVZÁI.KZ BF.RKNGI.ER, J. L. : Lg activi-
dad asesora en el nuevo Reglamento
de Organización. Funcionamiento y
régimen jurídico. Págs. 527 n 541.

por un impedimento extraño al acto to

Según GONZÁLEZ BERENGLEU. la activi-
dad asesora en el campo de la Adminis-
tración local corresponde fundamental-
mente al Secretario, por lo que dedica su
trabajo al estudio de las funciones de
éste encomendadas en l;i materia. Para
«•lio distingue tres grupo; de actos. El
primero está integrado principalmente
por los dortatnenes del Secretario en or-
den a actas y documentos, a expediente;,
a decretos motivados del Alcalde, etc. etc.
En resumen, abarcará aquella actividad
que se desenvuelve en el seno del pro-
pio aparato municipal. Un problema se
nos plantea en e-te apartado: ¿Qué va-
lor tendrán los actos efectuados ya pres-
cindiendo del atesoramiento del Secrt -
tario. ya con una actuación secretarial
errónea? Según el autor, unos y otros ac-
tos son recuniblcs. Los primeros, invo-
cando el derecho subjetivo a la forma:
los segundos, mediante el recurso de <!('•
taiancinent de pouvoir.

En un segundo grupo incluye el autor

una esfera intermedia de actos locales
en que la actividad del Secretario 5o
mueve en un campo que ni es absoluta-
mente interno ni tampoco externo. Es ¡a
constituida por la contentación a los re-
cursos de reposición y a la reclamación
previa para el ejercicio de acciones civi-
les, pur la defensa de la corporación en
e llráinile de audiencia a que tiene de-
recho, según cierto? artículos de la Ley,
fíenle al poder central y por la redacción
de las notificaciones.

Finalmente, estudia el autor la activi-
dad externa del Secretario, en la que
asesora al Apuntamiento en el campo ju-
risdiccional.

R. ENTRENA

Revista de la Facultad de Derecho y
Ciencias Sociales

Montevideo. Octubre-diciembre, 1952.
Número 4.

YICKSTK l'-Yn'-\NKO : Del acto udiwi-
nistrativu en general. IYigs. 1.213
a 1-237.

IVos ofrece el autor, rn siniesis, una
serie de principio? y distinciones sobre
el acto administrativo elaborados por la
doctrina italiana, con lo que se propone
allanar las dificultades con que tropiezan
los juristas, debido a las impropiedades
terminológica- y a las numerosas leyc-
'•speciüles y cxcepe.ionalts lian
formado frente a las exigencias de la
vida moderna.

Comienza CATTANKO distinguiendo el
acto administrativo general del especial.
El primero es aquel en que la declara-
ción que lo constituye ?•• diiiíe on for-
ma abstracta a una pluralidad de perso-
nas o casos indeterminados o indetermi-
nables; en el supuesto contrario, nos lia-
llamos ante un acto administrativo es-
pecial.

La Ley fija el tipo legal de acto admi-
nistrativo, al que dolieran amoldarse to-
das las declaraciones de la Administra-
ción que pretendan tener tal carácter.
Esta afirmación sirve ;le bust1 de partida
jiara estudiar los distintos supuestos en
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que el acto administrativo no ioncu<"r<!u
con el tipo legal. Existen, sin embargo,
actos que, pese a Su conformidad con
«I tipo íegaf, no producen -us efetos
mudo en si; cuando esto ocurre, el acto
administrativo e» calificado de ineficaz.

Se distinguen seguidamente el acto u<í
ministrativo inexistente, el nulo y el anu-
lable, la invalidez absoluta y relativa, la
parcial y total y la incial, sobrevenida y

Acto administrativo ilícito es el que
viola los límites establecidos por normas
jurídicas y exlrajuridicas a la actividad
administrativa.

Al tratar de la ejecutoriedad del acto
administrativo, señala CATTANEO que en
«ada procedimiento administrativo —em-
plea el término en el sentido restringido
que le da FORTI— hay un acto típico al
cual se reúnen los efectos de los restan-
tes actos que integran el procedimiento:
pues bien, el Juez deberá examinar el
procedimiento administrativo que prece-
de al efecto traído a su conocimiento.

El interés de este trabajo se ve aumen-
tado por la cantidad de citas biblilográ-
ficas —casi todas de la doctrina italiana-
contenidas en las notas.

R. ENTRENA

Revista de la Facultad de Derecho de
México.

Julio-soptíembrr. 1952. núm. 7.

DÍAZ GARCÍA, José : 1.a Administración
española en tiempo de los Reyes Ca-
tólicos.—Páginas 102 a 152.

Desde Méjico se ve acaso mejor qu<:
desde nuestro .solar patrio la eterna me-
tafísica de España. Por ello nada tiene de
extraño que se vaya produciendo la para-
doja de que son muchos los que. vivien-
do fuera de España, y especialmente en
Méjico, se dediquen ahora ion más acier-
to y penetración a los estudios de nues-
tra tradición. En España presumimos
cada día de ser más tradicionalistus. pero
nos olvidamos incluso de tradiciones tan
próximas como la que representa la mis-
ma labor de nuestros padres, y esto con-

trasta al comprobar que en Méjico se
hacen trabajos históricos de una valía tan
notable como este del doctor José Díaz
García, que pasamos a extractar.

Se empieza afirmando que, del mismo
modo que los Reyes Católicos fueron los
fundadores del Estado moderno en Es-
paña, lo fueron también la administra-
ción burocrática característica de lalEdad
moderna. Ello no es una simple casua-
lidad, sino que se traía de dos fenóme-
nos tan conexos que necesariamente tie-
nen que idarse conjuntamente para po-
der desarrollarse con plenitud.

En el pensamiento de los Reyes Cató-
licos la administración no fue sino algo
simplemente instrumental. En los años
que precedieron a su elevación al trono,
la autoridad real sólo alcanzaba allí don-
de podían llegar con efectividad sus
fuerzas armadas. Lo que los Reyes Cató-
licos supusieren en la administración fue
lograr mediante órdenes escritas que el
poder llegara a ser ejercido normalmen-
te sin necesidad del uno ni de la pre-
sencia de la fuerza. El documento ofi-
cial, el salvoconducto, llegó a cobrar for-
taleza y dureza de coraza. Se pone de
relieve el carácter no estamental de la
administración en esta época. Al nacer
la administración, paralelamente "al Es-
tado moderno, se constituye con arreglo
a los mismos principios fundamentales
que éste, y asi como en la esfera política
se destruye el poder de.lo* estamentos,
al destruirse sus privilegios políticos, en
la esfera administrativa 5c construye una
maquinaria en la que también se pres-
cinde casi en absoluto de los mismos.
I.os funcionarios no llegan a constituir
un estamento, pues les falta pjra ello el
raspo fundamental de la hermeticidad..
La clase de funcionarios, lejos de ser
una clase hermética, es una clase siem-
pre abierta, puesto quo su tendencia in-
iiénita es la de proliferár, y de la es-
tructura piramidal de la misma determi-
na que los que están situados cerca de
la cúspide soliciten y anhelen ' cada vez
una base más amplia.

Si los funcionarios en tiempo de los
Reyes Católicos no constituían un esta-
mento, sí gozaban, sin embargo, de una
estimación social estamental, estimación
social que provenía más bien de la fun-
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ción, pero sin que llegara a constituir
un atribulo personal, a diferencia de lo
que ocurría en el caso de los miembros
del estamento noble. Según FKEYKR, se
da el fenómeno estamental allí donde hay
hombres unidos por cierto concepto del
honor y por una cierta valoración social
que aienen de «í mismos y que los de-
más le conceden. Este concepto del ho-
nor ciertamente que se da onlre los fun-
cionarios, como se advierte, por ejem-
plo, en la concesión de hidalguía al doc-
tor Palacios Rubio en 9 de noviembre
de 1496.

Uno de los rasgos característicos de la'
política de los Reyes Católicos fue intro-
ducir elementos niveladores e igualita-
rios. Ello se advierte claro en la senten-
cia arbitral de Guadalupe, aparte de la
proclamación de la libertad de tránsito
y de elección de domicilio por las'Cor-
tes de Toledo de 1480, y otras medida?
de análoga significación qut: producen
un ascenso en el nivel social de las cla-
ses inferiores. La característica de este
proceso fue afirmar que la única noble-
za auténtica era la de la virtud. Gómez
Manrique, Gobernador del Alcázar fie
Toledo, hizo observar a los caballeros
de aquella ciudad que ê sentían indigna-
dos por tener que obedecer a hombre-
sin nacimiento, que esta envidia era po-
co razonable, puesto que el cambio era
ley del mundo. Y no dijo, pero podía
haber dicho, pues constituye uno de lo?
más precisos y constantes pensamientos
españoles, que el hombre es hijo de sus
propias obras y que, por lo tanto, no
hay que reclamar al linaje aquello que
podemos realizar con nuestro esfuerzo.

GAÜNDEZ CARVAJAL pone de manifies-
to la distinción que hacían los Reyes
Católicos de las funciones públicas con
relación a los servicios privados. Los car-
gos de Gobierno y Hacienda no se pro-
veían por favor, ruegos ni intervención
de nadie, sino por virtud, habilidad y
méritos de los proveídos; y cuando al-
guien pedía algo del derecho alegando
sus servicios, se le respondía que en otras
cosas se habrían de enumerar los servi-
cios, porque en aquéllas no se había de
atender sino al bien del negocio y bue-
na provisión del cargo.

JOSÉ DÍAZ GARCÍA se detiene también

en la consideración del comisario, defi-
nido luego por BODIMO y que existió en
tiempo de los Reyes Católicos romo un
medio dé disciplina monárquica y de ra-
zón de Estado absolutista en la admi"i--
tración. Un caso típico de comisión en
tiempo dé los Reyes Católicos, como un
enmienda en 1481 a don Fernando de
Acuña, hijo del Conde de Bucndía, que
era caballero de buen esfvierzo y de >a-
na conciencia. Debe tenerse presente que
los Reyes Católicos hicieron un uso muí
restringido de la comisión en compara-
ción con el que de ella hizo el absolu-
tismo.

En resumen, un trabajo muy docu-
mentado y en el que se advierte la sóli-
da formación cultural del doctor D/AZ
GAUCÍA, asi como refleja las enseñanzas
histérico-políticas e históric.o-administra-
tivas que recibiera del que fue catedrá-
tico de la Universidad de Granada don
FERNANDO DE I.OS Ríos URRUTI, cuyos
discípulos son hoy legión, tanto en Amé-
rica como en España.

JUAN GASCÓN

Reme de Droit Public et de le Science
Politique

Abril-junio. 1953.

)IAN RIVKRO : Existe-t-il «ti crilcre dit
Dmit administratif?— Págs. 279-296.

Ninguna rama del Derecho ha hecho
el esfuerzo de síntesis que el Derecho
administrativo de intentar conducir a
unidad el conjunto general de las reglas
y de sistematizar alrededor de una sola
idea matriz toda la materia de su disci-
plina. El origen de esta singularidad está
en un problema práctico, el de la deli-
mitación de las competencias administra-
tiva y judicial. Este criterio unificador
fue en un tiempo el del servicio públi-
co; actualmente es común aceptar su
completa superación. Ante ello los auto-
res contemporáneos se han dedicado a la
búsqueda de un nuevo criterio del Dere-
cho Administrativo. M. WALINE patroci-
na el de la «utilidad pública». Ahora
bien, la Administración no es el único
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ente que sirve al interés público, ni el
Derecho administrativo el único que se
determina por este principio. Ya HAU-
RIOU tuvo que reconocer, rectificando
una posición inicial, que el fin aunque
juegue en el acto jurídico un papel im-
portante, no puede ser el único elemento
determinante del mismo, siendo preciso
acudir al dato de su estructura. La con-
clusión HAI;RIOU fue destacar la teoría
del poder público. Esta es la noción que
hoy G. VEDEL propone como criterio
restaurador del Derecho administrativo.
Si es cierto que la superioridad de la
Administración domina gran parte del
Derecho administrativo, no es mono-
verdadero que en toda otra serie de re-
glas la Administración aparece infinitu-
mente menos libre en el ejercicio de su
voluntad que los particulares. Si el cri-
terio del interés general era amplio, el
criterio del poder público puede ser muy
estrecho para explicar en unidad las re-
glas del Derecho administrativo. El autor
concluye formulando su propia posición.
Hay en el problema una interferencia
abusiva de dos planos distintos, el prác-
tico y el del conocimiento. Debe recons-
truirse la cuestión nuevamente al plano
práctico de la delimitación de compo-
lencias, pues en el aspecto teórico el afán
de conducir el sistema jurídico entero a
un principio único es prejuzgar los re-
sultados de la investigación sobre un
punto capital: la posibilidad precisa-
mente de esta reducción a unidad. La
práctica jurisdiccional, por otra parte,
prueba que jamás se ha podido organi-
zar alrededor de una idea única el pro-
blema de la delimitación de competen-
cias. El planteamiento de la cuestión de-
be ser, por tanto, más modesto; si no un
principio único, por lo menos algunas
nociones fundamentales sí podrían ca-
racterizar la originalidad del sistema ju-
rídico. La realidad es compleja y, para
serle fiel, es preciso evitar una simplifi-
cación necesariamente arbitraria'. Una
posible fórmula debería descansar, si-
guiendo a HAURIOU, sobre los dos datos
del fin y del medio. El fin de la regla
administrativa, y sobre este punto el
análisis de WALIÑE recobra su fuerza,
es siempre y directamente, el interés ge-
neral. Esta definición del fin del Dere-
cho administrativo es menos compleja y

menos cargada de eqivoro* que la del
servicio público. El fin del interés pú-
blico común a todas las reglas del Dere-
cho administrativo va a realizarse en el
orden de los medios con una doble se-
rie de derogaciones del Derecho común;
las primeras (y aquí se aceptan las con-
clusiones de VEDELÍ responden a la no-
ción de poder público; la derogación
desde la perspectiva de la Administra-
ción se produce «en más» y la Adminis-
tración aparece con un conjunto de pre-
rrogativas que no se encuentran en rela-
ciones privadas. Contrariamente, la mis-
ma exigencia del poder público puede
conducir a minimizar estas prerrogati-
vas; es la derogación «en menos», que
niega a la Administración las posibilida-
des jurídicas que están a disposición de
los particulares. Todo esto se puede resu-
mir en la fórmula siguiente : «Las reglas
de Derecho administrativo se caracteri-
zan por ser derogaciones del Derecho
común que exige el interés público,
bien en el sentido de una mejora en pro-
vecho de las personas públicas de los
derechos reconocidos a los particulares
en sus relaciones, bien en el sentido de
una reducción de estos derechos».

La fórmula que se propone no preten-
de originalidad, que sería ya sospecho-
sa en una materia tan trabajada por gene-
raciones de juristas. En segundo lugar,
la fórmula responde a un hecho que es
que el Derecho administrativo no puede
definirse más que por relación al Dere-
cho común, lo que es tanto una verdad
histórica (es a partir de este Derecho
como se ha formado, mediante un largo
esfuerzo de diferenciación), como una
necesidad práctica, pues no se puede ca-
racterizar un sistema y desarrollar su ori-
ginalidad más que por referencias a
otro.

Se renuncia ciertamente a una inter-
pretación «monista» del Derecho admi-
nistrativo, pero es de advertir que siem-
pre que ha estado vigente un criterio
único las excepciones del mismo han ju-
gado prácticamente como otras reglas al-
ternativas. La fórmula remite a un estu-
dio comparado entre el Derecho común
y el Derecho administrativo y es al pre-
cio de este minucioso análisis como se
podrán en cada dominio deducir fórmu-
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las netas que mejor que un criterio de
difícil o utópica aplicación, guiará a los
jueces y a los interesados.

ROLAND DRAGO : Le procédure de ré-
féré devant le Conseil d'Etal.—Pá-
ginas 297 a 316.

El 25 de junio de 1952 el Conseil d'Elat
ha tomado la primera decisión de su his-
toria en materia de «référé» (1). El pro-
cedimiento de «referes» en materia ad-
ministrativa había sido siempre temido
por la Administración en cuanto podia
implicar una parálisis en su acción y por
otra parte el legislador había dudado en
otorgar un poder de esta naturaleza a
un juez situado en dependencia de la
Administración como lo era, al menos
convencionalmenle, el juez administrati-
vo del siglo xrx. En 1830 el Consejo de
Prefectura del Sena intentó instituir el
sistema de modo jurisprudencial, pero el
Conseil d'Etat, en una decisión de 1838,
determinó la nulidad del procedimiento
y la imposibilidad de que fuera instituí-
do en ausencia de ley. Se intentó enton-
ces que los Tribunales judiciales podían
aplicar sus poderes de «referes» en ma-
teria administrativa, opinión que fue
consagrada por algún Tribunal de ape-
lación, pero que condenó finalmente a)
Consejo de Estado decidiendo como juez
de conflictos. Lo= Consejos de Prefectu-
ra, sin embargo, impusieron en casos de
urgencia una suerte de decisiones prepa-

(1) No existe en castellano voz co-
irespondiente P la francesa «référé», ni
correlativo tampoco en el campo de la«
instituciones procesales. Puede scñülar-
?e su paralelo con la «injoction» del
Dereclio inglés y norteamericano, y «1
de ambas figuras con la del interdicto
en sentido original romano (de «Ínter-
dicere»). El procedimiento de «référé»,
dice un autor, tiene por objeto «decidir
tan rápidamente como sea posible en
los asuntos urgentes y en los casos en
que los títulos y ejecutorias puedan pre-
sentar dificultades en su ejecución, pero
únicamente de una manera provisional,
quedando siempre reservado el fondo
del asunto». E?, pues, un sumarisimo
civil.

ratorias, ordenando investigaciones prác-
ticas, a las que el Consejo de Estado no
se opuso, aunque circunscribiéndola so-
lamente a estas instrucciones de urgen-
cia. Esta práctica fue legitimada por una
Ley de 1899. Estas formas limitadas de
«référé» cayeron prácticamente en des-
uso. La Ordenanza de 31 de julio de 1945
del Consejo de Estado otorgó en el ar-
tículo 34 al Presidente de la Sección de
lo Contencioso la facultad de ordenar
en los casos de urgencia todas las medi-
das útiles en vista de la solución de un
litigio, sin que su decisión pudiese pre-
juzgar del fondo, definición de una ver-
dadera jurisdicción de «referes», cuya
primera aplicación es la que se comenta.

Los hechos han sido los siguientes:
Un decreto hizo necesaria la obtención
de una licencia de importación para
introducir 6.000 Kgs. de pieles de co-
nejo compradas en Italia antes de la
vigencia de dicho decreto. La expedi-
ción se encontraba bloqueada en la
Aduana por consecuencia del retraso su-
frido en la autorización de dicha licen-
cia. Dada la naturaleza de la mercan-
cía, que sufrió por el retraso grave?
deterioros, los interesados reclamaron
indemnización, pero subrayando que les
interesaba hacer constar inmediatamen-
te el estado verdadero de la mercancía;
en su providencia, dictada a las veinti-
cuatro lloras siguientes, el Presidente d«
la Sección de lo Contencioso decide la
designación de un experto que debería
proceder urgentemente a determinar el
estado de la mercancía en las Aduanas
en presencia de las partes si ellas lo
juzgasen oportuno.

El autor estudia seguidamente si esta
decisión es o no un verdadero «référé»,
concluyendo que sí. puesto que en defi-
nitiva la institución comprende no sólo
medidas provisionales y conservatorias,
sino también ciertas medidas de instruc-
ción análogas a la comentada.

Estudia a continuación el autor el cam-
po del procedimiento de «referes» del
Consejo de Estado, tanto en lo conten-
cioso de plena jurisdicción como en el
exceso de poder, considerándolas al hilo
de la reforma de la jurisdicción fran-
cesa de lo contencioso administrativo.

E. G DE E.
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Public Administraron

Volumen XXX. Primavera, 1952.

SIMEY, T. S. : The Coiitrib-ution of the
Social Sciences to the Solution of
Administrative lJrobl¿ms. Páginas
1 a 26.

Se estudia la aportación a que se refiere
la rúbrica del artículo con referencia a
dos problemas concretos : el de la admi-
nistración de las entidades locales y el
de la negociación de los tratados por
medio de conferencias internacionales.

En cuanto al primero, se llama la
atención sobre cómo la era contempo-
ránea ha mostrado un sustancial des-
censo en la importancia relativa de las
autoridades Jocaleí, y cómo el proceso
de centralización ha sido contemplado,
simplemente, como una necesidad desdi-
chada sin ahondar suficientemente en
sus causas. Tras esto, se añade que la
misión de las Administraciones locales
debe ser no tanto la de proveer de servi-
cios a los que en ella se agrupan como
la de crear y desarrollar una comunidad
de- vida en la cual cada familia indivi-
dual pueda participar. Y es aquí donde
la técnica en las ciencias sociales puede
ayudar especialmente haciendo estudios,
que ponga a di-posición He los adminis-
tradores, sobre las relaciones entre las
varias clases sociales, sus filiaciones po-
líticas, los caracteres de sus relaciones
familiares, la forma y contenido de sus
observancias religiosas, etc., etc.

En cuanto el segundo problema, se
afirma que una de las más importantes
razones del fracaso de numerosas confe-
rencias internacionales <c halla en la fal-
ta de comprensión recíproca de la cul-
tura y medio en que cada representación
nacional se mueve y desde los que opi-
na. Para añadirse que el estudio de las
ciencias sociales, en cuanto analiza estos
«caracteres nacionales», puede constituir
un útil instrumento de comprensión.

CIIESTEK, I). \ . : Maiiageineiil nnd
AccouiUahility in l]ie Xalionaliscd In-
dustries. Págs. 27 a 47.

Fue Herbert MORKISON quien impuso
la empresa pública como furnia jurídica
a través de la cual habían de realizarse,
como efectivamente se realizaron, laŝ
nacionalizaciones británicas; y fue él'
mismo quien impuso sus puntos de vista
en tal sentido al Partido labori.-ta. Por-
que éste, con anterioridad, había defen-
dide otras formas de nacionalización. £1
trabajo comentado examina cuáles son
estas formas a través de los proyectos
de ley para nacionalización de las minas,
proyectos que fueron presentados al Par-
lamento por primera vez en 1906 y que
se reiteraron en 1908, 1909, 1911, 1912,
1923, 1924 y 1925. Llamándose la aten-
ción sobre cómo los Sindicatos fueron
paulatinamente abandonando sus posicio-
nes de que sus representantes estuvieran
al frente de las industrias nacionalizadas
y ¡cómo también fueron debilitando su
creencia, al principio muy firme, de que
debía evitarse a toda costa el sometimien-
to de los mismos a la autoridad de un
Ministerio.

El estudio, tersa y llanamente escrito
y con una excelente información, es, den-
tro de su brevedad, uno de los mejores
que hemos leído sobre esta tan debatida
cuestión de las nacionalizaciones.

JOUNSTONE, Dorothy : DevclopntcHts in
the British Civil Service, 1945-51'.
Págs. 49 a 59.

Estos son los que se citan como acaeci-
mientos más importantes en el Civil Ser-
vice durante el período de tiempo al
que el articulo se refiere:

1.° La continuación del control del
número de funcionarios de cada Depar-
tamento ministerial por el Departamen-
to del Tesoro, mediante órdenes explíci-
tas acerca del número máximo de fun-
cionarios de cada categoría que cada
Departamento puede tener a su servicio.

2.° La regulación de las carreras espe-
cializadas, cuya situación era realmente
anárquica, sobre todo a partir de la in-
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ilación de personal como consecuencia
de la segunda Guerra mundial; se han
organizado los abogados, ingenieros, ar-
quitectos, médicos, ele, al servicio del
Lstado.

3.° Una ligera elevación en las remu-
neraciones, que de todos modos se con-
sidera insuficiente y que está haciendo
disminuir el alto nivel profesional de lo;
funcionarios británicos.

4.° La reducción de la jornada de tra-
bajo de cincuenta y una a cuarenta y cin-
co y media horas semanales, y la am-
pliación de los periodos de vacaciones.

5.» La revisión y mejora de las pen-
siones de vejez, invalidez y supervi-
vencia.

6." El desarrollo de comedores y can-
tinas en los edificios públicos.*

7.° La abolición de la Trade Disputes
Act de 1946, con lo cual ha desaparecido
la prohibición de los funcionarios de sin-
dicarse, y

8.o La iniciación de una depuración
para eliminar a los comunistas, aunque
el movimiento no parece muy extendi-
do;' únicamente cuarenta y ocho emplea-
dos han sido objeto de depuración.

I [ARRISOX, \Y¡lfrii.l : Sir Ilcnry Tay-
lor and "The Slatesman". Páginas
61 a 70. '

VICKERS, Sir Gcoffrcy : Tlie Accoutil-
ability of Ihc Kationalised ¡ndustry.

«Cuando la industria del carbón fue
nacionalizada, la* explotaciones de unas
seiscientas empresas fueron transferidas
a una nueva empresa pública; y, al pro-
pio tiempo, el deber de los Directores de
esas empresas de rendir cuentas a sus
accionistas por la dirección de las explo-
taciones fue sustituido por la obligación
de la Dirección de la empresa nacionali-
zada, de rendir cuentas al Ministro y al
Parlamento. Este cambio de rendición de
cuentas envuelve muellísimo más de lo"
que a primera vista parece.»

Y a examinar algunos puntos de este
cambio está referido el articulo, en el
que se analiza la desaparición de la
obtención de beneficios como tema cen-
tral de rendición de cuenta?, la insufi-

ciencia de la cuenta de pérdidas y ganan-
cias y de los balances anuales para de-
mostrar la buena o mala gestión de la
empresa nacionalizada, el cambio de vis-
ta que suponía de ser responsable fren-
te a los accionistas, antes, a ser respon-
sable frente al público en general, y las
dificultades con que tropieza el Parla-
mento en el análisis y crítica de los pe-
riódicos e informes que se le someten
por los Boards.

BARENTS, J. : The Dutch Cabinet
System. Págs. 81 a 87.

Verano, 1952.
HANSON, A. H. : Report on the Re-

porta (The Xationalised Industries,
1950-51). Págs. 111 a 130.

Los informes anuales de las industrian
nacionalizadas completan «una formida-
ble masa impresa repleta de datos», para
cuya critica sería necesaria la coopera-
ción de administrativistas, contables, in-
genieros, economistas, estadísticos, etc.
Las reflexiones que se contienen en este
trabajo, así nos lo señala su autor, no
son de índole especializada, ni de ca-
rácter concreto, sino más bien las re-
flexiones que se le ocurren a un lector
inteligente no especializado. Son estas re-
flexiones:

•— El estilo literario x<no es ni mejor
ni peor que el de cualquier Depar-
tamento ministerial», lo que quie-
re decir que al lado de los que es-
tán escritos en buen inglés, apare-
cen los escritos en prosa plúmbea
y monótona. La distribución de la
materia y de los datos en los infor-
mes es aceptable, aunque se acusa
en los más de ellos, agudamente, la
falta de índices.

— Los informes no puede decirse que
sean objetivos; las entidades infor-
mantes no tienen el menor deseo de
exponer cuáles han sido sus fraca-
sos, sino que, «por el contrario»,
buscan desesperadamente disimular-
los», cosa nada extraña porque «la
gente, cuando es atacada, tiene una
tendencia natural a defenderse».

— De los informes se desprende que
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casi todas las empresas nacionaliza-
das padecen agudamente la carencia
de capitales de inversión y de mano
de obra; y que algunas de ellas mi-
ran con alarma la moderada infla-
ción que se ha producido durante
el año en la Gran Bretaña.

— En cuanto a administración y orga-
nización internas, decididamente, los
informes son insuficientes y excesi-
vamente concisos.

— En cuanto al crucial ponto de la efi-
ciencia de la industria, los infor-
mes son amplísimos y muy detalla-
do?, aunque la gran dificultad para
el intérprete es buscar un criterio
adecuado de eficiencia para inter-
pretar los datos: parece absoluta-
mente cierto que la nacionalización
ha producido un aumento de pro-
ducción por unidad de mano de
obra.

— Respecto de las relaciones de la in-
dustria nacionalizada con el Minis-
tro respectivo y con el Parlamento,
los informes guardan silencio, por
lo general, o se limitan a inocuas
declaraciones. Parece como si se hu-
biese establecido la costumbre de
que la relación entre Ministro >
Consejo de Dirección de las indus-
trias fuese confidencial.

— En cuanto a las relaciones labor.:-
íes, no aparee ningún gran proble-
ma, aunque siga acusándose la difi-
cultad de sentar definitivamente la»
disputas jurisdiccionales entre lo*
Sindicatos.

— Finalmente, en cuanto a las relacio-
nes con los consumidores, tampoco
los informes son demasiado explíci-
tos, y, pese a sus declaraciones, se
saca la impresión de que los Con-
sejos de consumidores carecen de
trascendencia práctica en el seno
de la organización de la industria.

VVILSON, Norman : The Local Gover-
nment Service sitice 1lic Wat. Pági-
nas 131 a 138.
El acaecimiento fundamental en cuan-

to a los funcionarios locales, después de
la guerra, ha sido la fortísima tendencia

hacia la uniformidad, impuesta por la
creación y el desarrollo del Sindicato
de Funcionarios de la Administración
Local y el establecimiento de un «Con-
sejo ¡Nacional para los servicios admi-
nistrativos, profesionales, técnicos y bu-
rocráticos de las Administraciones loca-
les» formado por representantes de las
entidades locales y de los empleados al
servicio de las mismas. Aunque los acuer-
dos y resoluciones de este Consejo no
tienen fuerza ejecutiva, poseen una gran
autoridad, sobre todo cuando se ven res-
paldados por el Sindicato, aparte de
que pueden ser obligatorios si en tal
sentido se falla por el Tribunal de Con-
flictos Industriales.

La unificación ha afectado tanto a la;
condiciones de ingreso «orno a la for-
mación de funcionarios, categorías admi-
nistrativas (que más o menos se lian tu-
rnado de las existentes en el Civil ^frri-
ce), ascensos, etc.

RHODES, H. V. : The Director oj Es-
tablishments and Organisation. Pá-
ginas 139 a 148.

Es un reportaje ctfsi periodístico <ir
la jornada y tareas de un funcionario
público de elevada categoría jl servicio
de un Departamento ministerial.

K..RR1SON, Enid : The Work oj Ihc
iWationnl Insurance Advisory Coni-
mitiec. Págs. 149 a 158.

El National Insurance Advisory Cnw
niittee. fue creado por la Ley del Sepuro
nacional de 1946; está formado por no
más de cuatro y no menos de ocho miem-
bros, todos ellos nombrados por el Mi-
nistro, cuatro libremente y los otros cua-
tro previa consulta de las organizaciones
de empresarios, de trabajadores, de so-
ciedades de socorros mutuos y de las au-
toridades del Seguro nacional de Irlanda
del Norte. Su misión esencial, con arre-
glo a la Ley, es la de conocer precepti-
vamente de todos los Reglamentos qu<-
en desarrollo de la. Ley se dicten por el
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Ministro, salvo los que tengan carácter
urgente (estos últimos sólo tienen una
vigencia provisional durante tres me*e:-\.
El Ministro somete al Comité el provec-
ió de Reglamento; éste abre informa-
••ion pública y hace sus observaciones,
que el Ministro pnede seguir o no. Pero
cuando los Reglamentos hayan de ser
sometidos al Parlamento, el Ministro ne-
cesariamente ha de acompañar el infor-
me del Comité y, en so caso, las razo-
nes por las cuales ha discrepado del
mismo.

Desde octubre de 1947 hasta fin de 1950,
el Comité lia informado cuarenta y dos
Reglamentos, presentando enmiendas a
treinta y dos de ellos, y siendo acepta-
das, salvo en un caso, por el Ministro
todas las enmiendas propuestas. En nin-
gún caso rechazó el Parlamento ningún
Reglamento informado por el Comité.
Entre los Reglamentos sometidos a in-
forme del Comité, figuraron muchos de
importancia excepcional, tales como ex-
tensión de los beneficios de maternidad,
prestaciones a los enfermos internados
011 Hospitales, aseguramiento de los pes-
cadores a la parle y de los trabajadores
eventuales agrícolas, etc.

GOWAX. Ivor : Miiiislers gf i)ic Crown
and the House o( Coniiuons. Páqinas
Í59 a 162.

WH.LSON, F. Ni. .G. : Defrartainoitítl
Kcports. IVigs. 163 a Í73.

The «.Scarcroflr, Proserution: Drfence
Regulation 56 A.

Se trata de un breve comentario de la
sentencia dictada en juicio criminal
contra el Consejo de Administración >
-us Presidente y Vicepresidente, de una
industria nacionalizada (la de electrici-
dad, uno de sus Roards territoriales), por
infracción de determinada disposición
qu« impone la previa autorización minis-
terial para la construcción o alleración
<1c edificios destinados a montar planlü-
ceneradoras de electricidad, asi como
que las obras se ajusten exactamente a
loe plañe? aprobados.

La sentencia condenó al Consejo de
Administración al pago de la multa de
20.000 libra: esterlinas, más las «-oslas;
a su Presidente, a seis meses de prisión,
y a su Vicepresidente, a la multa de
100 libras esterlinas.

La sentencia recalca una vez más el
principio de que la: industria.: naciona-
lizadas «ni son la Corona ni poseen nin-
guna de las inmunidades y privilegios
de la Corona», y de que tanto ellas como
sus elementos directivos están sujetos
exactamente a las mismas responsabili-
dades que las Compañías privadas.

CHAPMAN, Joan : The Prcfect al Home.
Páfjs. 179 a 182.

Es un apunte, entre serio y humorista,
de la personalidad humana del Prefecto
francés y <le sus actividades en las re-
laciones políticas, administrativas y fa-
miliares.

STIMRT-CLARK. A. C. : The Hospital
Administrative Staff College. Pági-
nas 183 a 184.

Otoño, 1952.
I.IPMAN, V. D. : To'ivn and Country.

Páginas 203 a 214.

HAGESTADT, I-. : Local Advisory Cotn-
mittees. Págs. 215 a 219.

Los Comités consultivos locales tienen
por misión fundamental la de promover
buenas relaciones entre el servicio, al que
asesoran, y la localidad o territorio en
que éste desarrolla sus funciones, así
como asegurar a la Administración el
conocimiento de las realidades locales.
Son hoy frecuentes en numerosos servi-
cios dependientes de diversos Ministe-
rios, especialmente de los de Trabajo y
Seguridad S.Kial.

Se estudian cuáles son los factores que
pn'ponderantcmenle influyen en su efi-
cacia y buen íumionamientü, reseñándo-
se (orno fundamentales la elección de
«bueno?') miembros para el Comité, <!<*•
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hiendo ponerse particularísima atención
en la designación del Presidente y del
Secretario; el que desarrollen una acción
vigorosa y rápida, tanto en las quejas
como en las sugestiones que se hagan
por los residentes en el Municipio o te-
rritorio; y el que sus boletines infor-
mativos sean atractivos y estén bien edi-
tados.

HEWISON, R. J. P. : The Organisa-
tion of the Cabinel Secretariat. Pá-
ginas 221 a 225.

Slaluiory Publications Ofjic : Subor-
dínate Legislation. Págs. 227 a 261.

Es difícil pensar que pueda hacerse
un trabajo tan sencillo, tan claro y tan
breve como el presente sobre una mate-
ria tan intrincada como lo es la de la
legislación delegada en la Gran Bretaña.

Se van analizando, sucesivamente, el
concepto de legislación delegada, su na-
cimiento y desarrollo histórico, y la» ra-
zones de necesidad que la han impuesto
como un instrumento normül de go-
bierno.

Se analizan después las distintas cla-
se J de norma? jurídicas qin el término
subordínate tegisltition comprende. La
distinción fundamental es la que se es-
tablece entre las Orders in Council ema-
nadas del Consejo privado y los instru-
ments emanados de los Ministros de la
Corona o de los Departamentos del Go-
bierno. Tanto un tipo como otro, pue-
den adoptar nombres diversos, entre ellos
los de «regulatúmsn, «rules», «ordersn,
«SCJ>CTH«S», «by-laws», «u;arrantsy>, «di-
rectioní» y ulicences»; se intenta decir
cuál es el significado preciso de cada
una de estas denominaciones, aunque ya
te advierte que esta materia es rxtreniü-
lamente confusa, «debido no sólo al uso
de muchos nombres diferentes para una
misma norma, sino también al uso de
un mismo nombre para distintas nor-
mas».

Se anali/.an a continuación, y con gran
detalle, los principios ge-nerali;s a ÍJIIO
está sujeta la legislación delegada, fiján-
dose especialmente la atención sobre los
preceptos de la Sltitutory Instruments Act

de 1916, examinándose con grün detalle
la estructura material de cachi tipo de
norma.

Sigue a continuación un capitulo ex-
tremadamente jugoso e interesante sobre
las distintas modalidades de control por
el Parlamento de la legislación delega-
da; en general, todos estos tipos de nor-
mas deben ser remitidos al Parlamento a
efectos de control, pero realizándose éste
de formas muy diversas y sustancialmen-
te de las siguientes:

— Remisión de la norma al Parlamen-
to, sin más; se entiende que para
mero conocimiento.

— Remisión de la norma al Parlamen-
to, en la inteligencia de que la mis-
ína no entrará en vigor hasta un
pla/o cierto a contar desde la fecha
de remisión (para que durante este
plazo, si lo.- miembros del Parla-
mento lo estiman oportuno, abran
debate sol)*,,- ella'.

— Remisión de la norma al Parlamen-
to, entrando en vigor desde la fe-
cha de remisión, pero abriéndose
un plazo inmediatamente después
de la remisión, de duración varia-
ble, durante el cual la norma pue-
de ser anulada por decisión contra-
ria del legislativo. Esta es la forma
de control hoy más generalizaba.

— Remisión al Parlamento de un bo-
rrador o proyecto de la norma; en
la inteligencia de que la norma no
entrará en vigor hasta transcurrido
un plazo cierto después de la remi-
sión del pioyecto.

— Remisión al Parlamento ic un pro-
yeclo de la norma, en la inteligen-
cia de que el Parlamento ha de re-
solver afirmativa y poslivamcnte si
estú conforme con el proyecto.

— Remisión al Parlamento de la nor-
ma, pero exigiéndose resolución
afirmativa de l¡> misma ptiru que en-
tre en vigor.

-Remisión al Parlanunlo de la nor-
ma, entrando ésta en vigor di.sde la
fecha de remisión, pero conlinuan-
do en vigor tan sólo si así se decidí,
positivamente por i.l Parlamento.

Se estudia a continuación el control
jurisdiccional de la legislación delega-
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(l¡i, recalcándote que, -i liicn, por su-
puesto, los Tribunales ¡íueden anular o
declarar inaplicable precepto* de la le-
gislación delegada si los encuentran en
disconformidad con la Ley de delega-
ción, los propios Tribunales son reacios
a este tipo de declaración, estando hoy
generalizada la doctrina de que compe-
le al Gobierno y no a los Tribunales el
decidir si una determinada medida es o
no necesaiia para cumplir la? finalidades
de la Ley.

Se cierra el trabajo con unas conclu-
siones someras y poco relevantes; real-
mente, la bondad del estudio está en el
estudio misino y JIO en la» consecuen-
cias que de él se extraen por sus autores.

Un punto a señalar y que aparece mu-
chas veces repelido, es el de que siem-
pre y en todos los Departamentos minis-
teriales la labor de elaboración y re-
dacción de las normas jurídicas corres-
ponde a expertos en Derecho, cosa de
una lógica tan aplastante como frecuen-
temente olvidada en otro; países.

Actoii Socieiy Trust : 'Jim Organizn-
tion of Brilish Railwuvs. Páj<s. 263
a 280.

La Transpon Acl de 1947 fue el esta-
dio final de un largo proceso de concen-
tración por la intervención del Estado
en las empresas ferroviarias británicas.
Las aproximadamente mil doscientas so-
ciedades de ferrocarriles que exi-tian en
1850 habían quedado ya reducidas a dos-
cientas cincuenta en 1875, y a ciento
veinte en 1914; en 1921 se procedió le-
pálmente a nuevas concentraciones, re-
duciendo las Compañías a cuatro; y,
finalmente, la Ley citad.i de 1947 creó
una sola empresa pública de ferroca-
rriles.

De la importancia de lo- ferrocarriles
británicos como empresa da idea el he-
cho de que son los mayores consumido-
res de tarhón y los mayores propietarios
de bienes inmuebles d<l país, y el que
tipnen a su servicio un slujj formado por
seiscientas cinco mil per.-ona?.

£11 órgano central de la empresa na-
cionalizada es el Ruilwiy Excctilii-e, for-

mado por nueve miembro? designados
por el Ministro, y subordinado, en mate-
rias importantes, a decisiones de la Co-
misión británica de transportes.

Traj esta idea general, el artículo se
extiende en detalles concretos de una
extremada complejidad sobre el n-»ca-
nismo operativo de los ferrocarriles bri-
tánicos, rujo extracto es punto poco me-.
nos que imposible porque la precisión de
los dalos obligaría casi a transcribirlos
íntegramente.

MOKKIS JONKS, \V. H. : '¡'he Sludy ol
Public Adwimstration in lhc Uniteii
States: A Footnoie. Págs. 281 a 283.

El profesor JOMES reacciona, y con
bailante violencia, contra otro artículo
también aparecido en esta Revista y en
el que alababa la nueva forma de ense-
ñanza de la Administración en Jos Esta-
dos Unidos. Se toma por base el reciente
libro (1951) de GHAVES, para venirse a
parar a la conclusión de que la nueva
escuela tiene poco de nuova. y lo que tie-
ne de nueva no lo tiene de buena; y,
en general, a la de que «ncccsilamc:-
menos principios de Administración pú-
blica y más libros que traten de la ex-
periencia real de lo- adininistradoies».

Invierno, 1952.
CfROWE, J. \V. : Granls-iu-aid to Public

¡{odies. Pá^s. 299 a 314.

Ante el atractivo título de este trabajo,
creíamos que íbamos a encontrarnos con
una teoría general de la subvención ad-
ministrativa a las empresas u organis-
mos públicos o, cuando menos, ante una
discusión del sistema británico en la ma-
teria; el trabajo no e; una cosa ni otra;
se trata de nn análisis ni demasiado cla-
ro ni demasiado bueno sobre el control
que el Tesoro ejerce sobre las consigna-
ciones presupuestarias globales en favor
de determinados entes públicos, del que
apenas pueden sacarse conclusiones como
no sean la de MI extremada variedad y la
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de que las subvenciones, a medida que
son más importantes en su cuantía, se
acercan más en sos requisitos a las cor.
dignaciones ordinarias de los presupues-
tos generales.

STKER, W. S. : Measuring the Public
Services. Págs. 315 a 320.

RICHARDS, Peter G. : Local Autohorities
and Civil Defence. Págs. 321 a 328.

FINER, S. E. : Palronage and the Pu-
blic Service (Jeffersonian Bureaucra-
cy and the British Tradition). Pá-
ginas 329 a 360.

Llamando patronage al nonibramioilo
de los funcionarios públicos en virtud de
recomendaciones privadas, se trata de
analizar en este trabajo la relación que
existe entre la citada institución y la efi-
ciencia de los cuerpos administrativos.
¥.\ estudio, que es de carácter histórico',
-e tefiere tan sólo a Gran Bretaña y a
loe Estados Unidos de América del Nortí*
durante el periodo de 1789-1828.

Las investigaciones históricas parecen
haber demostrado que durante el indicado
lapso de tiempo el Public Service nor-
teamericano fue más reducido^ más vi-
goroso, más eficiente, más barato, más
estable y más honrado, que el británico;
y como quiera que ambos reclutaban a
su? funcionarios por el sistema de patro-
nage, se inquiere cuales son las razones
de las diferencias señaladas. Indicándose
las siguientes:
1.a) En 1780 la estructura administrativa

norteamericana pudo ser planeada
desde la nada y, por tanto, sin corta-
pisas ni limitaciones; mientras que
la británica tenia que soportar el
peso muerto de muchos siglos de
organización; en 1780 —se nos di-
ce— no se había llegado a abolir
ningún departamento ni institución
administrativa de la multitud de
ellos que habían ido apareciendo
desde la conquista normanda.

2.«) Por una serie de razones que se ana-
lizan en detalle, la provisión de los
puestos administrativos británicos

tenia que ser usada para la «compra»
del apoyo político, lo que no ocu-
rría en los Estados Unidos durante
el periodo de tiempo estudiado.

3.a) «El nivel de moralidad oficial esta-
ba en Inglaterra deprimido por los ,
bajos niveles existentes en la sr'sto-
cracia.»

Y aún con todo y con eso se hace üulur
que de 1830 en adelante va mejorándose
paulatinamente el Public Service britá-
nico, al propio tiempo que se degrada el
norteamericano con la instauración, deci-
dida a partir de la presidencia de Jackson
(1828), del Spoil Syslem.

CoiMcv, John : Study of Cottimittees
aml Confcrences. P.-igs. 36V a 367.

SIKKKT. H. : Recent Cases in Admiuis-
tralive I.mv Pngs. 369 a 372.

Destacan por su interés en estas breves
notas:
a) El deber de los Tribunales es el de

interpretar las palabras y las expre-
siones de la Ley, y no el de buscar
la intención del legislador.

b) Para declarar la necesidad de expro-
piación de una determinada finca, no
es preciso oír previamente al presun-
to expropiado, salvo cuando la ley
expresamente así lo imponga.

c) En general, el organismo (responsa-
ble subsidiario) puede repetir su res-
ponsabilidad contra su agente (res-
ponsable directo); pero no cuando
la responsabilidad es compartida,
aunque de parte del organismo ¿olo
haya una culpa in digerido.

(Un médico y el hospital que lo tenía a
su servicio, fueron declarados responsa-
bles civiles directo y subsidiario, respec-
tivamente, de la muerte de una persona
debida a la desdichada intervención del
médico; el Tribunal declaró que había
negligencia de parte del hospital al tener
a sn servicio un doctor ínexperimentado
sin la suficiente supervisión; y sólo auto-
rizó la repetición contra el doctor en un
quinto de la cantidad total a cuyo pago
había sido condenado.)

MANUF.I. ALONSO OÍ.KA,
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Revista de Direito Administrativo

Río de Janeiro. Sao Paulo. Año 1953.
Julio-septiembre.

CARLOS MEUEIRO SILVA : Os funciona-
rios públicos e o Coustituicao. Pági-
nas 1-23.

Artículo de mero comentario positivo
y exposición <le antecedentes legales y
doctrinales del texlo constitucional, con
citas légale^, doctrinales y jurispruden-
ciales en la materia concerniente a los
funcionarios públicos.

Parte el autor, como motivo y funda-
mento de su trabajo, del carácter de tex-
to escrito y rígido de las Constituciones
brasileñas.

Observa que todas las Constituciones
del país se ocuparon de la función pú-
blica y de los funcionarios, ya en artícu-
lo? espaciados, insertos en la declaración
de derechos y a las disposiciones gene-
rales (Constituciones de 1934, 1937 y
1946). Según dice, «la concepción demo-
crática del Estado y del Gobierno evo-
lucionó en el sentido de colocar la fun-
ción pública y a sus titulares a salvo de
influencias de naturaleza política de ca-
rácter transitorio», advirtiendo que «la
complejidad y amplitud de las funciones
del Estado reclaman una organización
administrativa moldeada en principios
científicos».

Destaca la influencia de estos princi-
pios y de la Constitución alemana de
1918, en la de 1934, que innovó, en rela-
ción a las anteriores, en la materia de
su estudio.

El régimen jurídico de los funciona-
rios públicos en Brasil, según la Cons-
titución vigente, tal como lo expone el
autor, puede resumirse en los epígrafes
siguientes:

o) Acceso a los cargos públicos.
b) Acumulaciones remuneradas.
c) Concurso para el ingreso en los car-

gos de carrera.
d) Sobre el carácter vitalicio de los

cargos públicos.
e) Estabilidad y pérdida del cargo.
/) Reintegración mediante fentencia.
g) Pensiones.
/i) Computación del tiempo de servi-

cio estatal y mnnicipal.

>) Revisión de ingresos de los inac-
tivos.

j) Responsabilidad civil del Estado
por actos de los funcionarios.

k) Otras normas constitucionales.
1) Aplicación de la Constitución fe-

deral a los Estados, Municipios y
autarquías.

Del contenido del artículo resalta cla-
ramente que el régimen de los funciona-
rios públicos brasileños es uno de los
más avanzados y completos, social, jurí-
dica y económicamente.

MOACYT LOBO DA COSTA : A greve nos
servicos públicos.—Páginas 24-53.

Constituye uno de los estudios más
completos y documentados, con abundan-
tes citas de la doctrina y del Derecho
comparado, en el que se analiza cientí-
fica y legalmente el problema tan can-
dente, en la actualidad, de la huelga en
el campo de los servicios públicos, apu-
rando hasta sus últimas consecuencias los
principios jurídicos y preceptos positivos
expuestos.

Principia transcribiendo el artículo 158
de la Constitución federal brasileña de
1946, que va a ser el punto de partida
para el desarrollo del tema, y cuyo ori-
gen se encuentra en la recomendación
hecha en la Aclaración de los principios
sociales de América del Acta de Chapul-
lepec.

La inclusión del derecho de huelga en-
tre las garantías constitucionales fue la
reacción democrática frente a la tesis fas-
cista; antítesis que es más bien socialis-
ta, de marcado sabor marxista.

Para LOBO DA COSTA, la huelga es sólo
un hecho social colectivo. Su causa es
siempre un conflicto de intereses profe-
sionales, económicos o políticos. Es una
vía de hecho, y en este sentido se ase-
meja a la guerra. Como ella, es un acto
de legítima defensa colectiva, sin resqui-
cios de hacerse justicia por propia mano,
salvo en el caso de deficiencia estatal.
Siendo un recurso violento, impone al
Estado de derecho la obligación de ar-
bitrar un medio jurídico capaz de susti-
tuirla con eficiencia. En último análisis,
el derecho de huelga consiste en el de-
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recho de no trabajar. La declaración del
artículo 158 es más declamatoria que ju-
rídica y resulta de la confusión entre de-
recho y ejercicio lícito de la huelga.

Una de las restricciones más importan-
tes al ejercicio del impropiamente llama-
do derecho de huelga son los servicios
públicos. Por la continuidad de éstos,
concluye con JEZE que «huelga y servicio
público son nociones antinómicas». Si el
Estado existe para asegurar el bien co-
mún, no puede establecerse en la Cons-
titución el derecho de huelga a favor del
personal dependiente del concesionario.
Este es el sentido de la Constitución bra-
sileña vigente, que sólo lo reconoce a fa.
vor de los trabajadores y, aun así, dando
prioridad siempre al interés general. De
lo contrario, se estaría en abierta contra-
dicción con el espíritu que preside los
preceptos constitucionales relativos al
orden económico y social del país.

JK\N GLY MKRIGOT : Elementos de im.i
teoría de parafiscalidades.—Páginas
54-66.

(Traducido por Guillermo Augusto dos
Aujas, de la «Revue de Science et de
Lepislütion Financieres», tomo XLI. nú-
mero 2. XI.1 uño. Ahril-mayo-junio 1949.
París.)

ANTONIO JOSÉ BRANDAD : A interpreta-
cao das leis fiscais.—Páginas 67-83.

Publicado originalmente en «O Direi-
to» núm. 5, 1941. Lisboa, con el título
Algunos preeonceitos cat rentes sobre a
interpretadlo da lei tributaria.

P. V. CLAVER
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